
La regulación del fenómeno religio­
so y la enseñanza del Derecho Ecle­
siástico del Estado! 

l. Introducción. 

Como es de sobra sabido, hasta fe­
chas no muy lejanas, y con muy conta­
das excepciones, en España existió un 
plan de esludios prácticamente idéntico 
en todas las Facultades de Derecho, el 
plan de 1953. No hace falta explicar que, 
desde aquella fecha, y hasta nuestros 
días, el ordenamiento jurídico español, 
en su conjunto, ha sufrido impor­
tanúsimas transformaciones. A medida 
que se incrementa la amplitud o la ex­
tensión de las diversas ramas del Dere­
cho van apareciendo nuevas ramas cien­
tíficas, que van cobrando autonomía 
propia, imponiéndose cada vez más la 
especialización al tiempo que la preten­
sión de sistematicidad y de cohesión 
interna del Derecho parece haber entra­
do en crisis. Frente a esta realidad se 
hace necesario que los juristas, y aún 
más los docentes del Derecho, seamos 
conscientes de cuál debe ser la función 
del Derecho en la sociedad actual, y en 
concreto, Ctlal debe ser la contribución 
de nueslrd disciplina a la adecuada y 
sólida formación del jurista. 

En concreto, la función que cumple 
la disciplina encomendada al Área de 
conocimiento de Derecho Eclesiástico 
del Estado en los estudios conducentes 
a la obtención del título de Licenciado 
en Derecho, no puede ser la misma a 
fecha de hoy, en el año 2002, que con 

anterioridad a la promulgación de la 
Constiwción española de 1978, pese a 
que en distintas Facultades de Derecho. 
como en la nuestra, el plan de estudios 
haya permanecido inalterado a lo lar­
go de medio siglo. Evidentemente la 
posición del Estado y de los distintos 
poderes públicos, así como la función 
misma del Derecho ante el fenómeno 
religioso y ante las confesiones o co­
munidades religiosas, es sustancial ­
mente diverso. Al con figurarse el Es­
tado español como un Estado social y 
democrático de Derecho, que propug­
na como valores superiores del orde­
namiento jurídico la libertad, la j usti­
cia, la igualdad y el pluralismo polfti­
co, como reza el art. 1 de la Constitu­
ción Española, se sentaron las bases 
sobre las que se apuyarán Jos concre­
tos principios infom1adores del Dere­
cho del Estado sobre el factor religio­
so, en cuanto se manifiesta como fac­
tor social específico: el principio de Li­
bertad religiosa, el principio de igual­
dad y no discriminación por razones 
religiosas, el principio de laicidad del 
Estado y el principio de cooperación. 

La consagración del derecho funda­
mental de libertad religiosa en el Tex­
to Constitucional y el desarrollo legis­
lativo que del mismo derecho se ha 
operado, principalmente a rafz de la 
Ley Orgánica 7/1980, de Libertad Re­
ligiosa, lleva consigo el reconocimien-
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ro de un ámbiro de inmunidad indivi­
dual en la realización del acto de fe 
religiosa, que los poderes púbücos es­
tán obl igado~ a respetar, pero además 
implica un deber de promoción de 
aquellas condiciones que sean necesa­
rias para lograr la efectividad de ese 
derecho fundamenral y, por consiguien­
lc, de los derechos y liberrades que 
constilllyen el contenido esencial del 
derecho de libertad religiosa: el dere­
cho a lencr o no tener convicciones o 
creencias religiosas, el derecho a cam­
biar de religión o de creencia, la liber­
tad de expresar o manifestar pública­
menle o en privado las propias convic­
ciones religiosas o no, o la ausencia de 
las mismas, la Ubertad para practicar 
el cuho, para impartir o recibir cose­
fian za religiosa o no religiosa, ele, que 
son, en deliniliva, derechos inherenles 
a la propia dignidad de toda pet'liona 
humana. 

Por otra parte, la aplicación prácti­
ca de los cuatro principios in for­
madores que acabo de citar ha dado 
lugar a una realidad social y jurídica 
que no podemos desconocer. Al garan­
li zar~e el derecho de libertad religiosa 
no sólo a los ciudadanos, individual­
memc considerados, sino 1ambién a las 
~omuuidadcs. sin más limitación en sus 
manifeslaciones, que la necesaria para 
el mantenimienlo del orden público 
proregido por la ley, y al considerarse 
los sujetos coleclivos de ese derecho -
confesiones o comunidades religiosas­
como sujetos capaces de las relaciones 
de cooperación que el art. 16, 3 de 
nuestra Cana Magna impone a los po­
dere< .mí t>l ico~. <e ha ooerado una trans­
formación sustancial en la po~ ic ión del 
Es1ado ante los grupos o comunidades 
religiosas, que ha dado lugar al reco­
nocimiento juódico, como sujeros titu­
lares de esre derecho fundamental, en 
su ejercicio colectivo. y con personali­
dad jurídica propia, de un elevado nú­
tm:ro de Iglesias, confesiones y comu­
nidades religiosas en España, median­
te su oportuna inscripción en el Regis­
tro de Entidades Religiosas que a tal 
efecto creó. en el seno del Minislerio 
de Justicia, el arr. 4 de la citada Ley 

Orgánica de Liberrad Religiosa. Por 
tener una idea aproximada, y con los 
datos de que dispongo, referidos al día 
5 de febrero de 20022, además de las 
entidades religiosas de la Iglesia Cató­
lica, que superan las once mil inscri­
las3, están inscritas en el citado Regis­
tro l.l3 1 entidades re ligiosas'. Las con­
fes iones religiosas inscritas acceden a 
un estaluto jurídico peculiar, en cierto 
modo privilegiado, distinto del estatu­
to de que disfrulan las meras asocia­
ciones. Pero además, muchas de esras 
entidades se han agrupado constituyen­
do Federaciones, al objeto de lograr el 
"nolorio arraigo" requerido para poder 
suscribir Acuerdos de cooperación con 
el Estado espariol. A tal efecto, la Fe­
deración de Entidades Religiosas Evan­
gélicas de España, la Federación de 
Comunidades Israelitas de España y la 
Comisión lslimica de España, suscri­
bieron sus correspondientes acuerdos 
con el Estado español, que fueron apro­
bado respectivamente por las leyes or­
dinarias 24,25 y 26/1992, de 10 de no­
viembre y que regulan el régimen jurí­
dico de las Iglesias y comunidades in­
tegradas en las ciradas Federaciones. 

Las lransfonnacioncs que ha sufri­
do nueslro ordenamiento jurídico, que 
son en realidad fiel rencjo de la pro­
funda lransformación que se ha produ­
cido en la sociedad española de los úl­
timos treinta años. pusieron en eviden­
cia la necesidad de modificar los pla­
nes de csrudio de las Facullades de 
Derecho cspa~olas, para lo cual el Con­
sejo de Universidades elaboró unas 
Directrices Generales que, a la vez que 
eliminaban la asilmalura de Derecho 
Canónico, incluían como asignatura 
troncal en los csrudios conducenles al 
tíiUlo de Licenciado en Derecho, el 
Derecho Eclesiástico del Esrado. La 
consideración de que el Derecho Ca­
nónico es un Derecho confesional que 
podía entrar en cierto modo en contra­
dicción con la misma definición de un 
Estado laico, condujo a que en nume­
rosas Universidades se olvidaran las 
mírlliplcs razones que pueden llevar a 
afi rmar la conveniencia de su esludio 
para la sólida formación del jurista, lan-
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to como hecho cultural, como por su 
contribución a la ciencia jurídica, por 
su utilidad para la comprensión del fe­
nómeno jurídico y por sus relaciones 
con el Derecho Eclesiástico del Esta­
doS. En otras Universidades. sin embar­
go. la refonna de los planes de estudio 
ha dado cabida a una o varias asigna­
turas de Derecho Canónico con carác­
ter diverso, de asignarura obligatoria, 
optativa o de libre configuración. Por 
último, en las Facultades de Derecho 
en que no se ha modificado aún el plan 
de estudios de 1953, como ocurre en 
nuestra Universidad de Salamanca. la 
explicación de las materias correspon­
dientes al Derecho Eclesiástico del Es­
tado y al Derecho Canónico ha depen­
dido exclusivamente de la personal op­
ción de los distintos profesores adscri­
tos al Arca de Derecho Eclesiástico del 
Estado. Así, dependiendo de la concep­
ción personal de la disciplina y de la 
formación -canonista o eclesiasticista­
del jurista que imparte la docencia, al­
gunos profesores se han decantado por 
explicar solamente las materias perte­
necientes al Derecho Eclesiá.~tico del 
Estado, ignorando por completo el De­
recho Canónico, otros por el contrario, 
que gozan de mayor formación canó­
nica, centran la programación docente 
de la asignatura cucomcndada al Area 
de Derecho Eclesiás tico en las distin­
tas materias de Derecho Canónico; y 
por último, algunos profesores no he­
mos inclinado por impartir, en un mis­
mo curso, las dos disciplinas sucesiva 
o simultáneamente. 

Comenzaremos nuestro trabajo. en­
tonces, por explicar la justificación de 
la legitimidad de nuestra opción perso­
nal -que comparte el resto de profeso­
res del Arca de conocimiento a la que 
pertenezco-, para desarrollar a continua­
ción el trabajo que se nos ha propuesto, 
y que da cuenta de "Las transformacio­
nes en la posición y la func ión del Esta­
do: la posición del Estado ante las con­
fesiones religiosas y el desarrollo del 
derecho fundamental de libertad religio­
sa". 

2. CUESTIONES PRELIMI­
NARES: LA DOCENCIA 
l}NCOMENDADA AL 
AREA DE DERECHO 
ECLESIÁSTICO DE LA 
UNIVERSIDAD DE SA­
LAMANCA6. DERECHO 
CANÓNICO Y DERECHO 
ECLESIÁSTICO DEL ES­
TADO 

Comenzamos este trabajo recordan­
do que durante varias década~ en &pa­
ña ha estado vigente un plan de estu­
dios aprobado con carácter general para 
todas las Facultades de Derecho, en 
1953. Este plan de estudios. que conti­
núa aún vigente, entre otras, en In Fa­
cultad de Derecho de la Universidad de 
Salamanca. incluía como asignatura 
obligatoria. a impartir en el 2• curso de 
la Licenciatura en Derecho, la de Dere­
cho Canónico. Los profesores encarga­
do~ de su docencia ocupaban una plaza 
que tenía por denominación específica. 
lógicamente, también la de Derecho 
Canónico. Cuando la Ley 11/1983 de 25 
de agosto. de Reforma Universitaria, 
introdujo en nuc~tro ordenamiento el 
concepto de Arca de conocimiento, de­
fi nido por el Real Decreto de 26 de sep­
tiembre de 1984' . la denominación de 
las plazas de la planti lla de profesorado 
funcionario sería necesariamente, por 
prescripción de su an. 2.2, la de alguna 
de la.~ áreas de conocimiento a que hoce 
referencia la Disposición Transitoria 
primera y que se relacionan en el cat:í­
logo anexo. Y en el citado catálogo se 
omitió toda referencia al Derecho Ca­
nónico pero se incluyó el Derecho Ecle­
siástico del Estado. De esta forma, por 
expreso mandato del RO, los profeso­
res de Derecho Canónico fueron trans­
formados en profesores de Derecho 
Eclesiástico del Estado. Y así mismo se 
dio la oportunidad. de la que uinguno 
hizo uso, de proceder a la misma tmns­
formaci6n, a los docentes de Derecho 
Público Eclesiástico y de Relaciones 
Iglesia-Estado'. 

Ello ha dado lugar a que durante va­
rios años hayamos asistido en España a 
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una real paradoja, que aún persiste, en 
las Facultades en que, como la nuestra, 
conserva vigencia el Plan de 1953: los 
alumnos de la Facultades de Derecho 
deben cursar una asignatura, cuya de­
nominación oficial es Derecho Canóni­
co. mientras que los docentes encarga­
dos de impartirla no somos profesores 
de Derecho Canónico. sino profesores 
de Derecho Eclesiástico del Estado. Sin 
embargo, en el curriculum académico 
de los licenciados en Derecho no cons­
la de modo alguno que hayan cursado 
una disciplina de Derecho Eclesiástico. 

Por o1ra parte, y de confomudad con 
el ya citado anexo del RD de 1984, la 
nueva área de conocimiento de Dere­
cho Eclesiástico del E~tado comprende 
l11s siguientes materias: l. Derecho Ca­
nónico (Facultad de Derecho); 2. Dere­
cho Público Eclesiástico y Relaciones 
entre el Estado y la Iglesia (Facultad de 
Políticas y Sociología); 3. Relaciones 
entre el Estado y la Iglesia (OM de 7 de 
febrero de 1984). Ninguna de estas ma­
terias, sin embargo, responde a la natu­
raleza y contenido que son propios de 
la disciplina que da nombre al &ea~. 

El RD 1497/1987, de 27 de noviem­
bre, vino a establecer las «Directrices 
generales comunes a los planes de esru­
dio de los títulos de carllcter oficial». 
En lo que se refiere al contenido de las 
enseñanzas, el art. 7 del citado RD dis­
tingue unas materias troncales -de obli­
gatoria inclusión en lodos los planes de 
estudio que conduzcan a un mismo titu­
lo oficial (art. 2. 4°)- de otras «determi­
nadas discrecionalmente por la Univer­
sidad en sus planes de estudio•. dentro 
de las cuales, a ~u vez, se diferencian 
las «materias de libre elección», cuya 
peculiaridad, con relación a las opta­
ti vas. parece residir en la posibilidad de 
que el alumno escoja libremente asig­
naturas impartidas en la propia Univer­
sidad o en otra con la que exista el opor­
tuno convenio10. 

El RD 1424/1990, de 26 de octubre, 
por el que se estableció el título univer­
sitario oficial de licenciado en Derecho 
y las directrices generales propias de los 

planes de estudios conducentes a la ob­
tención del mismo, incluyó en los nue­
vos Planes de Estudios de las Faculta­
des de Derecho, como materia troncal, 
el Derecho Eclesiástico del Estado, que 
debería incluirse de forma obligada en 
c12• ciclo de los estudios conducentes a 
la obtención del título universitario ofi­
cial de licenciado en Derecho. El mis­
mo RD incluye una «breve descripción 
de los contenidos» propios de las mate­
rias troncales, y concretamente del De­
recho Eclesiásticodel Estado, que debe 
hacer referencia a: <<la tutela de la liber­
tad religiosa en el Derecho español y 
comparado; reflejos jurídicos (enseñan­
za, matrimonio, asistencia religiosa, 
objeción de conciencia); régimen jurí­
dico de las relaciones entre el Estado y 
las Iglesias y confesiones religiosas». 
No se menciona, sin embargo, ningún 
contenido propio del Derecho Olllóni­
co. 

Esta opción normativa con relación 
al Derecho Canónico implica que se deja 
a la libre opción de las autoridades aca­
démicas la decisión de incluir o no las 
enseñanzas del Derecho de la Iglesia en 
sus plru1es de estudio, y de hacerlo como 
asignatura obligatoria, oplativa o de li­
bre elección, lo cual nos parece cuanto 
menos cri ticable, ya que la posibilidad 
de que el Derecho Canónico sea exclui­
do de los planes de estudio de la licen­
ciatura en Derecho, además de romper, 
sin suficiente justificación, una larga e 
ininterrumpida tradición académica. sig­
rúfica desconocer el valor objetivo e in­
sustituible que su estudio tiene para la 
formación del jurista. 

El estudio del Derecho Canónico en 
los estudios conducentes a la obtención 
del tirulo de licenciado en Derecho nos 
sigue pareciendo necesario, por razones 
de diversa índole: 

a) El Derecho Canónico constituye 
un complejo y compleJo sistema 
de nonnas jurídicas que tienen su 
origen en una fuente no estatal. 
Por ello su estudio proporciona la 
oportunidad de conocer un siste­
ma jurídico que no dimana del 



Estado y que se basa en unos prin­
cipios informadores distintos. 

b) Resulta incuestionable la decisi­
va influencia que el Derecho Ca­
nónico ha ejercido sobre la Cien­
ciajurfdica en general. Fue el ve­
hículo a través del cual se liltró el 
Derecho romano en la época me­
dieval, dando lugar al conocido fe· 
nómeno del l 11s Comrmme, im­
prescindible para entender el De­
recho europeo. Su intluencia en el 
ámbito del Derecho continental es 
innegable e intensa y puede apre­
ciarse aún en la actualidad en 
multitud de instituciones", pero 
también puede apreciarse en el 
área del Derecho anglosajón12• 

e) En tercer lugar, cabe recordar que 
el Derecho Canónico es un Dere­
cho vigente, que afecta y se apli­
ca, concretamente en España, a un 
número nada despreciable de ciu­
dadanos, y cuyas nom1as no afec­
tan estrictamente al fuero interno 
de los súbditos de la Iglesia sino 
que muchas de esas normas jurf­
dicas e instituciones tienen reco­
nocida eficacia en el ámbito del 
ordenamiento jurídico estatal. 

d) Finalmente, estoy convencida de 
que no es posible una correcta y 
adecuada comprensión del Dere­
cho Eclesiástico del Estado sin un 
previo conocimiento del Derecho 
Canónico, pues las opciones nor­
mativas que se plasman en el or­
denamiento jurídico español y los 
mecanismos técnicos que se utili­
zan para coordinarlo con el de la 
Iglesia Católica y con el de las 
distintas confesiones religiosas 
son, en la mayoría de los casos, 
tomas de postura que necesitan, 
para su correcta comprensión, te­
ner presente y conocer el punto de 
referencia de cuál es ese fenóme­
no que trata de regularse. Es in­
discutible, en este sentido, la re­
levancia que la Iglesia Católica y 
su Derecho ha tenido y aún tiene 
hoy dfa en la sociedad española. 

En defmiriva, desde el punto de vista 
formativo, hay que resaltar la importan­
cia y la uti lidad del estudio del Derecho 
Canónico para la formación del jurista. 
El Derecho Canónico constituye el or­
denamiento jurídico de una institución. 
la Iglesia católica. que ha pervivido du­
rante más de dos mil alios, que ha man­
tenido una importante cohesión interna, 
que ha destacado por su influencia his­
tórica, su extensión geográfica, su núme­
rodenúembros. El estudio de este Dere­
cho, por su perfección técnica y su gran 
tradición histórica, contribuye de fonna 
no despreciable a la formación deljmi s­
ta laico. Pero además, al constituirla ex­
periencia jurldica de mayor magnitud en 
el campo del tratamiento juridico del fac­
tor religioso, su conocimiento y estudio 
resulta de gran utilidad no sólo para el 
eclesiasticista sino también para quienes 
se interesan en el tratamiento del fenó­
meno religioso por otras confesiones. 

El ordenamiento jutidico de la Igle­
sia católica resulta por tanto de ineludi­
ble conocimiento para los estudiosos del 
tratamiento jurídico del factor religioso 
por parte del Estado, concretamente en 
España, tanto por la propia presencia de 
la fglcsia católica en nuestra sociedad 
como por el acerbo doctri nal y técnico 
acumulado por el Derecho Canónico en 
la traducción jurídica del fenómeno re­
ligioso. En concreto, uno de los institu­
tos jurfdicos -no el único- en que con­
tluyen gran parte de los problemas que 
en la actualidad tiene planteados el De­
recho Eclesiástico en España es el ma­
tri monio. Ello justifica que se dedique 
una especial atención a la regulación 
jurídica del matrimonio Canónico, así 
corno al régimen matrimonial de otras 
confesiones religiosas, en la medida en 
que el mismo haya sido tomado en con­
sideración por el Estado, en su ámbito 
interno, para disciplinar todos o algu­
nos de los aspectos del matrimonio de 
los ciudadanos penenecientes a aque­
llas confesiones. 

Aparte de los argumentos que con 
carácter general he invocado, concurren 
razones de importancia para dedicar una 
especial atención al estudio del Dere-

11 Cf. Al respecto J. MALDONA­
DO Y FERNANDEZ DEL TOR­
CO, "La srgnilicación hr>tórica del 

Derecho Conónic<1'. JC 3 (1963) 1 

SS. 

" J.MARTINEZ TORRON, "Con­
Stderac¡ortes ~obre la influencia del 
Derecho Canónico en la rradicrón 
jurfdica del Comnum / ..aw , en Di· 

mensionujurfd~eas de/factor reli­

gioso (Mu,-.ill 1987) 295 ss. 
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cho matrimonial Canónico, tanto sustan­
tivo como procesal: 

a) Por una parte, la indudable influen­
cia de la normativa cru16nica sobre 
el matrimonio en la configuración 
de esra institución jurídico-civil en 
occidente. Durante casi veinte si­
glos, el Derecho Canónico ha inda­
gado en la esencia de la unión con­
yugal, en los elementos que fonnan 
prute de su misma naturaleza, en el 
estudio de l a~ causas que obstan su 
válida constitución, etc. La cons­
trucción jurídico-canónica del ma­
trimonio impregnó a este instituto 
a pesar del movimiento seculari­
zador que se inicia en el siglo XVI 
con la Refonna Protestante. El pro­
ceso seeularizador dctenninó un 
ámbito en In fundamentación, pero 
no modificó los esquemas técnicos 
elaborados por la legislación, la ju­
risprudencia y la doctrina canóni­
cas. 

b) Una segunda razón, más próx.ima 
al ámbito del Dcredm Eclesiásti­
co, es la relevanciajurídi~'O-civilde 

buena parte de la normativa canó­
nica sobre el matrimonio en el or­
denamiento jurídico español. ope­
rada a través del art. VI del Acuer­
do sobre Asuntos Jurídicos de 3 de 
enero de 1979 y de las disposicio­
nes del Código civil, mod1ficado 
por ley 3011 981, de 7 de julio. 

El e~iudio del matrimonio canónico 
viene exigido por el propio Derecho 
Eclesiástico, porque constituye una ins­
tituci"6n en fa que se produce iaconex]óu 
ratio11e moteriae de mayor importancia 
cuantitativa y cualitativamente entre un 
ordenamiento confesional, el canónico, 
y el ordenamiento estatal, lo que con­
vierte una parte de esta materia en te­
mática de Derecho Eclesiástico. 

Puesto que en la Universidad de 
Salamanca no se ha aprobado aún el 
nuevo plan de estudios que deberá te­
ner vigencia en la Facultad d~ Derecho, 
rnientnts persista esta situación el plan 
que mantiene su vigencia es el aproba-

do por Decreto de 11 de agosto de 1953. 
ya que la Disposición Transitoria pri­
mera número 2 del mismo cirado RD 
prevé expresamente la vigencia de los 
planes de estudio existentes con ante­
rioridad en tanto no se produzca la ho­
mologación del nuevo plan. 

En esta situación transitoria se hace 
preciso tomar postura acerca de la ensc­
tianza del Derecho Canónico y del De­
recho Eclesiástico en la Facultad de De­
recho de Salamanca. La opción por la que 
nos hemos inclinado todos los profeso­
res del Arca de Derecho Eclesiástico, es 
la de ensetiar tanto el Derecho Canónico 
como el Derecho Eclesiástico del Esta­
do en el mismo curso. Considero legíti­
mo este criterio sobre todo teniendo en 
cuenta que por el momento la denomi­
nación oficial de esta asignatura, en el 
pl<m de estudios de 1953, aún vigente, es 
Derecho Canónico. Por lo que respecta 
al Derecho Eclesiástico, considero nece­
sario incluirlo en el programa docente no 
sólo porque tal opción consti tuye una 
práctica generalizada y consolidada, sino 
porque el Derecho Eclesiástico es. actual­
mente, una ciencia con autonomía pro­
pia, que goza de una abtmdante legisla­
ción, jurisprudencia, imponantc cuerpo 
de doctrina, unos principios infonna­
dores propios. Por otra parte, ignorar en 
el Programa el Derecho Eclesiástico su­
pondria desconocer las Direcnices gene­
rales aprobadas por el Consejo de Uni­
versidades y la denominación oficial del 
Area de conocimiento. que es Derecho 
Eclesiástico del Estado. 

De acuerdo con lo ya dicho nuestra 
asignamra present'a una pecull"art"a'au'qui!' 
no se plantea en ninguna otra área de 
conocimiento: en una misma asignatu­
ra el Area de Derecho Eclesiástico del 
Estado de la Facultad de derecho de 
Salamanca imparte dos disciplinas dis­
tintas, que aunque autónomas, se impli­
can mutuamente. 

Ciertamente el Derecho Eclesiástico 
y el Derecho Canónico constituyen dos 
ciencias autónomas, proceden de fuen­
tes distintas, una del Esrado, otra de la 
Iglesia Católica, que están dotadas de un 



método propio, persiguen fines distintos 
y su estudio e investigación debe realizar­
se por separado. sin embargo no puede 
dudarse que tamo el estudio del Derecho 
Canónico como el estudio del Derecho 
Eclesiástico se implican mutuamente. 

El Derecho Canónico con tituye pun­
to de obligada referencia para la com­
prensión y para el estudio de algunas 
materias que forman parte del come nido 
del Derecho Eclesiástico español. En 
otras ocasiones, algunas normas canóni­
cas serán a su vez nomms de Derecho 
Eclesiástico español, por haber sido do­
tadas, por el ordenamiento jurídico esta­
tal, de eficacia en su ámbito interno, para 
regular una materia determinada. Por ello 
el esrudio del Derecho Eclesiástico pre­
cisa en muchos casos el conocimiento del 
Derecho Canónico como presupuesto 
previo para su comprensión. El eclesias­
ticista debe conocer el Derecho Canóni­
co porque tal sería el único modo de com­
prender algunos de los fu ndamentales 
principios informadores de las normas 
del Derecho Eclesiástico, de origen 
eclesial, y recibidos en el Derecho esta­
tal por las vías descri tas anteriormente. 

Por otra parte. teniendo en cuenta que 
en la actualidad el Derecho estatal se 
muestra sensible a la tutela de la libertad 
e identidad de los distintos gn1¡JOS socia­
les, se hace necesario captar la conforma­
ción jurídica que tales grupos se dan a sí 
mismos, en ejercicio de su autonorrúa. De 
ello se deduce que, en países de amplia 
base sociológica católica en que apare­
cen continuamente ejemplos de entes 
eclesiásticos. puede resultar ciertamente 
difícil tratar con acierto y competencia 
detenninados temas de Derecho Eclesiás­
tico sin conocer el Derecho Canónico. 

3. LA FORMACIÓN DE 
LA CIENCIA DEL DE­
RECHO ECLESIÁSTI­
CO DEL ESTADO 

La relación entre las dos disciplinas 
aparece patente en el el proceso históri-

co de formación del mismo concepto de 
Derecho Eclc.~iástico del Estado. Recor­
demos que tanto en Italia como en Es­
paña la vinculación entre 1~ do~ cien­
cias en la Universidad ha sido tan in­
tensa que el propio Derecho eclesiásti­
co, como especialidad jurídica. nace en 
las cátedras ele Derecho Canónico. Y 
esta relación. entre Derecho Canónico 
y eclesiástico, a lo largo de la hbtoria. 
no ha sido precisamente de pacfiica con­
vivencia, sino una relación dialéctica. 
Este proceso histórico se imcia cuando 
el Estado se considera legitimado para 
legislar en materias cclcsiásúcas, defen­
diendo su propia soberanía frente al 
monopolio de la competencia del Dere­
cho de la Iglesia_ hasta entonce¡, pacífi­
camente reconocido. De esta forma el 
lus l!'cclesiasricum, que en su origen fue 
1inónimo del Derecho de la Iglesia ca­
tólica, ha venido a significar el Dere­
cho del Estado relativo a la mate na re­
ligiosa. La legislación eclesiástica ~e ha 
ido a>í, desarrollando, como con~ccucn­

cia de la afrrmación del poder de l &ta­
do frente a la Iglesia. que se atribuía la 
exclusiva competencia en materia rel i­
giosa, a la vez que los juristas laicos iban 
abriéndose su propio campo de trabajo 
e investigación, en un ámbito hasta en­
tonces reservado a los canonistas. 

En efecto, durante siglo~. el Dere­
cho Eclesiástico se idenlificó con el con­
junto de normas emanadl!l> de !:1 Iglesia 
católica, considerándose como sinóni­
mo del Derecho Canónico11

• Esta iden­
tificación es perfectamente comprensi­
ble si se tiene en cuenta que para el plan­
teamiento iusn:llurnlista medieval. o si 
se quiere, para la concepción tomista del 
Derecho, el orden jurídico es pane esen­
cial del orden moral, de modo que una 
nonna jurídica sólo es tal cuando está 
de acuerdo con los preceptos de Dere­
cho divino, natural o positi\'O. En caso 
contrario, carecerá de la necesaria 
rarimwbilitflsy por consiguiente no será 
ya ley sino legis cnrruplio. Por Dere­
cho divino positivo el gobierno de los 
hombres se entendía distribuido entre el 
poder espiritual o eclesiástico y el tem­
poral o estatal y era a aquel a quien ló­
gicamente correspondía la regulación de 

" Ha •ido >in duda L. DE LUCA 

quten con m•yor profundidad ha 

uoatil.ado la evolucicln conceptual 

dd ~=bo ecl'" tlibuco. en su obra 

Dintto frcl~s1nsrico ttl c!peritn¡o 

g¡urrdi.:a (Milano t 970). Cf. Tam­
bién F. FINOCC'IIIARO. 'Lo studiu 

del Duinoccdestosuco negli ulumi 

venu :mnt', DE 92 (198 1) 52'1, M. 

CONDORELLI. 'Dtrillo Ecte.<ta;,­

t•cu e >loria g tundtcn nctl'e>pc­

rien.at ita.li3nll ·. Storha t duHmalica 

Mila scunza d<l Dmtto &ri'C­

siasllru !Mrlarw 1982¡ 127 u. 
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• Cf. J.M. GONZALEZ DEL VA­

LLE. 'El Derecho Eclesiástico: de­
nominoci6n, origen, evolución y 

tn.1tena...'\ que abarca', Las retado· 
nes entre la lglesill y el Btmlo. Es­
ludios m uli!moria del pmf~.wr P. 

Lombanf{o (Madrid 1989) /49 ss. 

" !bid. 

• V1cL J.M. CONTRERAS MAZA­

R lO. 'Ep1Stemologí• del Derecho 

Ecle.i5snco del furado ·• en Diálo­

go snbrt el fu Juro de la Crtncia del 

Derecho Eclesitbtico e11 España. 
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las materias eclesiásticas. Un plantea­
miento distinto sólo serfa posible cuan­
do «Cl orden jurídico temporal se expli­
cara ~obre bases dislintns, en las que no 
se incluyera una apelación al Derecho 
divino positivo». 

A partir del siglo XVI, y como con­
secuencia fundamentalmente de la refor­
ma protestante, al ser varias las Iglesias 
que se atribuían ser continuadoras de la 
Iglesia fundada por Jesucristo, el Dere­
cho Canónico y el Derecho Eclesiástico 
comien~an a cobrar una significación 
distinta en Alemania. La expresión 
Kanonisclzes Reclu, o Derecho Canóni­
co, se reserva al Derecho contenido en 
el Corpus luris Cano11ici, mientras que 
el Kirchenrechr o Derecho Eclesiáslico 
sé utiliza para designar todo el Derecho 
propio de la Iglesia fundada por Cristo. 
A su vez esta última expresión, por la 
r~ón expuesta, necesitó ser adjetivada, 
distinguiéndose así entre Derecho Ecle­
siástico catól ico, Derecho Eclesiástico 
evangélico, etc.'". Desde ese momento, 
el Derecho Eclesiástico abarcaría la plu­
ralidad de Derechos religiosos, además 
del Derecho del Estado sobre las cues­
tiones relativas a las confesiones religio­
sas asentadas en su terrilorio. A esla 
transformación en la concepción del 
Derecho Eclesiástico contribuyóllUilbién 
la Contrarreforma, en los países católi­
cos, y sobre todo las denominadas doc­
trinas regalistaS, que supusieron una di­
recta intervención del poder civil en los 
asuntos eclesiásticos, por medio de los 
lura Maiestatica circa sacra. 

A finales del siglo XlX y principios 
del XX comienza a confumrarse en Ita­
lia y Alemania una rama del Derecho 
estatal dedicada al estudio de la posi­
ción j urfdica que las confesiones reli­
giosas ocupan dentro del Estado15• Pero 
mientras que los ital ianos, que habían 
continuado denominando Derecho Ca­
nón ico al Derecho emanado de la 
autoridad eclesiástica posterior al Cor­
pus luris Canonici, tuvieron que utili­
zar la expresión Derecho Eclesiástico 
para referirse al Derecho del Estado so­
bre la materia religiosa, los alemanes no 
podían denominar a este conjunto de 

normas simplemente como Derecho 
Eclcsiástico-Kirchenrecht-, que com­
prendía el Derecho interno de las Igle­
sias, incluido el de la fglesia católica 
posterior al Corpus, razón por la que 
tuvieron que adjetivar dicha expresión 
con el término ~del Estado», es decir, 
Sraarkirchmrechr. 

De esta fo rma se puede apreciar, en 
la evolución de la terminología utiliza­
da, un desplazamiento de la significa­
ción del adjetivo eclesiástico, que en un 
primer momento hace referencia a la 
fuente del Derecho (Derecho Eclesiás­
tico es el Derecho dictado por la Igle­
sia) y con posterioridad viene a califi­
car al Derecho en ratón a la materia 
(Derecho Eclesiástico es el Derecho del 
Estado relativo a las Iglesias), de tal for­
ma que sobre la materia religiosa cabe 
distinguir dos ordenamientos distintos, 
uno procedente de la autoridad eclesiás­
tica, el Derecho Canónico. y otro dicta­
do por los órganos competentes del Es­
lado, el Derecho eclesiástico. 

La formación de la Ciencia Jurídica 
relativa al factor social religioso, es de­
cir. la configuración del sector del or­
denamiento jurídico del EsJado integra­
do por el Derecho Eclesiástico del Es­
tado está inexorablemente unida a la 
propia formación conceptual del mismo, 
conslituyendo una confirmación parti­
cularmenlc elocuente de la conexión 
existente entre el Derecho y la historia. 
Han sido factores delerminames para la 
configuración de esta ciencia jurídica, 
de su concepto, su contenido, su objeto 
de estudio, sus principios informadores, 
ele .. la historia de las relaciones entre el 
poder político y el poder religioso, por 
una pane, y por otra la propia concep­
ción del Derecho. 

De hecho, si ciertamente la Reforma 
protestan le y la Contrarrcfonna infl uye­
ron decididamente en la fom1ación del 
Derecho Eclesiástico, el nacimiento de 
es1a ciencia jurídica no habría sido posi­
ble sin otro fenóme no igualmente impor­
tante: el abandono, por parte de los le­
gisladores esJatales, de la concepción 
teocrática del Derecho16 Recordemos 



cómo la platafonna ideológica necesa­
ria para que el ordenamiento jurídico se 
explicara sobre bases puramente huma­
nas la propició la Escuela racionalista del 
Derecho natural, que propone el estudio 
de los problemas fundamentales del or­
den jurídico a la sola luz de la razón, 
<rcomo si Dios no existiera»". Asl, bajo 
la influencia del iusnaturalismo raciona­
lista de PUFENDORF y THOMASlO. 
y en un clima teológico protestante, sur­
ge en el siglo XYILl en Alemania la Es­
cuela del Derecho Eclesiástico natural de 
Halle, para la cual los conceptos de Igle­
sia y Derecho Eclesiástico no deben de­
ducirse del Derecho positivo sino de es­
quemas abstractos, apriorísticameme ela­
borados por la razón11. 

El Derecho natural pasa a convertir­
se en el fundamento del Derecho ecle­
siástico, surgiendo entonces la Ciencia 
del Derecho Eclesiástico natural, que 
pretende elaborar un sistema completo 
del Derecho Eclesiástico basado en de­
ducciones de la razón. Este Derecho 
eclesiástico es racional, es unitario, eter­
no, inmutable y tiene perenne validcz19. 

Esta concepción del Derecho Ecle­
siástico es lo que DE LUCA ha denomi­
nado concepción monista del Derecho 
Eclesiástico. La unidad del sistema del 
Derecho Eclesiástico viene dada por ra­
zón del objeto-derecho sobre la materia 
religiosa pero también por razón de la 
fuente, que es la razón, y de modo inme­
diato la autoridad civil, que sería la úni­
ca competente para establecer normas 
jurídicas en el fuero externo». El Dere­
cho Eclesiástico se concibe, a~í. como 
una rama del Derecho que tiene por ob­
jeto la materia eclesiástica, y que pres­
cinde de la fuente legislativa, eclesiásti­
ca o civil, que emana dichas normas. 

Esta visión unitaria de la Ciencia del 
Derecho Eclesiástico y su identi fi cación 
en razón de la materia recibió un ex­
traordinario impulso como consecuen­
cia de la aplicación de los postulados 
de la Escuela histórica del Derecho. 

Para ésta el Derecho no tiene un va­
lor absoluto e inmutable, sino que por 

el contrario el Derecho se concibe como 
un hecho social, un producto de la his­
toria. A la concepción csuítica del De­
recho, propia de la Escuela del Derecho 
natural, la Escuela histórica contrapone 
una concepción din.imica del mismo. 
que es considerado como el producto de 
una continua evolución. El Derecho se 
concibe, según SAVlGNY, como algo 
que cambia, se desarrolla y evoluciona 
pem1anentemente""· De estas idea~ de­
rivaría la tendencia a extender el Dere­
cho Eclesiástico más all.i del Derecho 
de la Iglesia Católica e incluir en él el 
Derecho de otras confcs1ones religiosas 
y el derecho del Estado en materia ecle­
siá~tica. 

Pero la configuración integral del 
concepto monista del Derecho Eclesiás­
tico se dará con el apogeo del positivis­
mo jurídico, con el que se derme un 
nuevo modelo de Derecho. Por una par­
te, los positivistas trasladan el princi pio 
de causalidad, propio de las ciencias 
naturales. al campo ju1 fclico, y centran 
la atención las fuen tCl> le~is lativa~ como 
causa directa y concreta del Derecho, 
por lo que concluirán que sólo será De­
recho lo que está en la ley, lo que es ley 
y no lo que debe ser. La consecuencia 
inmediata es evidente. sólo se conside­
ra Derecho el que ucne efectividad, el 
que está vinculado a su única causa efi­
ciente y necesaria, que es el Estado~' . 

El Estado es la única fuente posible 
del Derecho y sólo se consideran como 
jurídicas aquellas norma~ que emanan 
de la autoridad civil. porq ue el Derecho, 
para tener existencia real, necesita una 
fuerza que le otorgue eficacia y que obü­
gue a todos, y esa fuerza sólo puede ra­
dicar en el Estado. 

Esta concepción del Derecho refor­
zó indudablememe el planteamiento 
monista del Derecho eclesiástico, pues 
éste no sólo se especifica ya ratione 
materiae sino al rrtismo !lempo ratimre 
fontis. El Derecho Eclesiásti co sería 
pues el conjunto de normas jurídicas 
dictadas por el Estado para regul ar la 
materia eclesiástican . Este monismo 
positivista pone de manifiesto un plan-

c Etiam ~~ dn.rcmus ... non esse 

Deum~. c•prc>16n uuJiznda por H. 
GROCIO en lo;, Prolegomtna de su 

o/>ra Dt JUrt btll• or pnd.< (Ams­

t<rdam 1646) fol. 5, rt!cto. 

11 Cf. L. DE LUCA./1 concmo del 

Dintw Ecc/~sinsu'rn ntl suo sw· 

luppn stonro (l'ado,·a 19-16) 35 S>.; 

Id., Dmuo &cluw>IKO ... 1 O SS. 
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Dn·uho Ecltsidstico EspañQ/ {BM· 

celon:J 1983) 132 33. 
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" Segun él "o o >Óio nu cabe couce­

bir el Estodo ; in Derecho, sino que 

tompocn c~be un Derecho fuera del 

1:-Siodo":L~hrbuch de• deut•chtll 
Kir<htllrtchtes (G6tingen. 1869) 6. 

! t Lt:.~oni di Diritto Eccl~siastico 
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L ~indin:;.o QdiertJO <ft!l Diritlo 

ErdtsitHtoco in Italia (Napolo 
1986). 

~., Com_'l'rto Pd unpnrtan:n dtllo 

•wdiodel DmttoEct'it>'i<t.ltico. Dis­
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tearniento y una concepción de nuestra 
disciplina r~dicalmcnte inversa a la vi­
gente en la Edad Media. Para el monis­
mo medieval el Derecho Eclesiástico era 
el Derecho de la Jglesia, mientras que 
para el positivismo jurídico el Derecho 
Eclesiástico es el Derecho del Estado 
sobre la materia relig1osa. 

Esta nueva concepción supondrá la 
negación del carácter jurídico de todas 
aquellas normas de origen confesional. 
Y en particular las normas de Derecho 
Canónico, cuya juridicidad dependerá 
del previo recouocimicnlo que de ellas 
haga el Estado. Así, afirmaba O. 
MEJER2l, las normas dictadas por la 
Iglesia sólo pueden considerarse jurídi­
cas cuando su aplicación sea impuesta 
cqactivamente por el Estado. 

Estos planteamientos. que surgen en 
Alemania. pasarían pronto a Italia. Re­
cordemos cómo para SCHIAPPOLI, el 
Derecho de la Iglesia puede considerar­
se como Derecho objetivo sólo en tanto 
en cuanto sea impuesto o sancionado por 
el Estado~. O cómo afim1aba C. MA­
NEI'\TI, en 1892, que la Iglesia ha ce­
sado de ser fuente de Dcrechol.l. 

Particular confirmación de la tesis 
estatalista del Derecho const iJUyc la 
obra que DEL GJUDTCE dedicó a la 
definición del sistema del Derecho 
Eclesiástico>>cn sentido modemo>>, en 
191 5'6• Habiendo negado el carácter ju­
rídico de las normas emanadas de la 
Iglesia, para DEL GIUDICE carece de 
sentido insistir en el concepto unitario 
del Derecho eclesiásuco. tal como de­
fendían los juristas pertenecientes a la 
escuela histórica del Derecho. en el que 
tenían cabida tanto las nonnas canóni­
cas como las estatales en materia ecle­
siástica. El Derecho Eclesiástico debe 
ser concebido en modo unitario, pero tal 
unicidad depende del hecho de que no 
existe Derecho fuera de aquel que pro­
clama el Estado; por esta razón, el con­
cepto de Derecho Eclesiástico debe ser 
delimitado, según el autor. solamente 
sobre la base del criterio del objeto. sien­
do única la fuente del Derecho. 

El estudio de la disciplina de Dere­
cho Eclesiástico en las universidades 
italianas vino a colmar el vacfo causado 
como consecuencia de la supresión de 
las enseñanzas de Derecho Canónico en 
un ambiente laicista y reaccionario con­
tra el pontificado. Así, mientras el De­
recho Canónico queda relegado a los 
seminarios y universidades pontificias, 
como un símbolo de la defensa de las 
tesis del Papa, el Derecho Eclesiástico 
venía a representar la defensa de la Ita­
lia unitaria y liberal, y se convierte en 
un instrumento para reivindicar los de­
rechos del Estado frente a la lglesia y 
aparece 1e1iido de un matiz anticlericaF'. 

Con palabras de DE LUCA, el más 
eficaz intermediario entre la escuela his­
tórica cclcsiasticista alemana y la nue­
va ciencia eclesiasticista ital iana es 
FRANCESCO RUFFIJ\1. Para Ruffmi 
el Derecho Eclesiástico consta de dos 
partes, y su objeto aparece regulado por 
dos fuentes distintas: una, que emana del 
E.~tado y otra que deriva de la Iglesia y 
que se identifica con el Derecho Canó­
nico. 

Su principal aportación estriba en la 
delimitación que ofrece del Derecho 
Eclesi<ístico, como un sistema normati­
vo distinto del Canónico, que compren­
de tanto el Derecho del Estado sobre la 
materia eclesiástica como el Derecho 
religioso vigente en un determinado 
país. 

Un paso adelante en el desga­
jamiento del Derecho Eclesiástico del 
Estado del Derecho Canónico se produ­
ce en Italia como consecuencia de la 
obra de FRANCESCO SCADUTO. 
Formado en el positivismo jurídico, 
Scaduto es el iniciador de la superación 
de la concepción unitaria o monista del 
Derecho eclesiástico, propia de la escue­
la histórica del Derecho, y el iniciador 
de una concepción dualista del mismo, 
que va a ser la predominante en Italia. 
A él se debe la exposición del «concep­
to moderno» del Derecho eclesiástico. 

Scaduto no niega la juridicidad de 
las normas de la Iglesia, simplemente, 



en su opinión, éstas no son objeto in­
mediato de estudio del Derecho Ecle­
siástico en sentido moderno. Concibe el 
Derecho Eclesiástico como el conjunto 
de nonnas jurídicas relativas a la mate­
ria eclesiástica que están vigentes en el 
ordenamiento estatal, y aunque consi­
dera que las nom1a~ canónicas también 
son Derecho Eclesiástico. su aponación 
consi~te en que expone y estudia sola­
mente las fuentes estatales, por consi­
derar ese estudio de mayor interés11. 

La máxima contribución a la conso­
lidación de la concepción dualista del 
Derecho Eclesiástico viene defi nitiva­
mente configurada con la teoría de la 
pluralidad de los ordenamientos jurídi­
cos de SAXTI ROMANO que, consti­
tuye la base de la moderna concepción 
de las fuentes del Derecho eclesiástico. 

Se estaban sentando ya las bases para 
la definitiva distinción entre el ordena­
miento de la Iglesia y el ordenamiento 
del Estado sobre la materia eclesiásti­
ca. Según SANTI ROMANO, éstos son 
dos diversos y distintos ordenamientos 
que tienen una propia esfera, fuentes 
propias y una propia organización"'. 

El paso decisivo en la distinción en­
tre la Ciencia del Derecho Canónico. 
como ordenamiento jurídico de la Igle­
sia, y la Ciencia del Derecho eclesiásti­
co, como rama del ordenamiento jurf­
dico del Estado cuyo objeto es la regu­
lación del fenómeno religioso, se pro­
ducirá con la obra de VICENZO DEL 
GIUDICE, MARIO FALCO y AR­
TURO CARLO JEMOLO, y se conso­
lida.rá al adquirir sendas disciplinas au­
tonomía didáctica en las facultades 
estatales italianas, a la vez que se res­
tauraba la enseñanza del Derecho Ca­
nónico. separadamente del Derecho 
eclesiástico. 

En la actualidad podemos defini r el 
Derecho Eclesiástico como aquel sec­
tor del ordenamiento jurídico del Esta­
do que tiene por objeto la regulación de 
la dimensión social del factor religioso. 
Se trata, pues, de un conjunto de nor­
mas jurídica~ que regulan el factor rcli-

gioso en tanto en cuanto se manifiesta 
como factor social cspccílico. En reali­
dad el Estado carece de competencias 
sobre la materia religiosa como tal. Su 
competencia aparece. cuando el fenó­
meno religioso da lugar a relaciones ju­
rídica~. No cs. pues, una competencia 
rcligio~a la propia del Estado, sino una 
competencia política o civil. De ahí que 
el Derecho Eclesiástico no tenga por 
objeto el fenómeno religioso en sf. ino 
la proyección civt l de lo rel!gtoso. 

La concepción misma del Derecho 
Eclesiástico del Estado, como ciencia y 
disciplina jurídica autónoma pone de 
relieve dos de sus aspectos má~ carac­
terísticos: por una parte la constatación 
de que las nomtas juridicas emanadas 
unilateralmente por el estado en mate­
ria religiosa no constitu}en la única 
fuente nonuativa de estn Ciencia sino 
que el Derecho Eclesiá~tico toma en 
cuenta también otros ~istcma' 1101 maü­
vo , como son los ordenamiento~ jlll f. 
dico~ confesionales o religio~o~, en la 
medida en que el Derecho del Estado. 
bien de fonna unilateral, o bien de for­
ma pactada con las confesiones religio­
sas, le reconozca alguna relcvancta j u­
rfdica, mediante las di~tintas técnicas de 
conexión ex i stente~ entre los distintos 
sistemas jurídico~. 

Pororra parte. apnrece de forma ev i­
dente en esta disciplina, '" necc aria 
interrelación entre las di~Lint ru. ramas del 
Derecho, pues muchas de l a~ normas 
que son propias del Derecho Ecle,iásti­
co pertenecen simultáneamente a otras 
nnnas científico-jurídicas. como el De­
recho civil, constitltcional, laboral, pe­
nal. administrati vo, fi nanciero, etc. Pen­
semos en temas propios de Derecho 
Eclesiástico como el matrimonio religio­
so y sus efectos civiles, la situación ju­
rídico-laboral de los profesores de reli­
gión en cenrros púb!Jcos. la posibilidad 
de negocia.r con la empresa, mediante 
contrato de trabajo, que el descanso la­
boral semanal pueda comprender la tar­
de del vicmcs y el sábado, para los fie­
les de la Unión de Iglesias Adventistns 
del Séptimo día, o para los judío o los 
musulmanes, o temas como la protec-

"' JM GONZALEZDEL VALLE, 

Contribucion.- relau 'as a la Po­
nertcJa Ob;tto del Drrtcho Eclr­

nlf<tl l'(l" , en Drál0110 sobrt el futu­

ro tle In C.mrw d'l Drrt<·ho F.cle­

sufstrco en espmla. e ir.. p. 121. 

" SANT! ROMANO. L 'ordino­

mcnro gruritllco. Stud1 tul LoncerrtJ, 

1~ tó mi ~ 1 fnrnu~rr d~l D1rllto. 

Pani 1 (t~sJ 19181 102; 1d .. ú :ioni 

t/r Dmtro «d~~rttJIÍCI> (Pi <a 19!2) 

47 SS 
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"' Cf. Lu >Íute \is que sobre la teoóa 
defendida por este sector docuinal 
hace P.A. D' AVACK, Trarraro di 

Diriuo ecclesiasrico italiano. Partt 
general• (Milano 1978) 13- 14. 

., lbid., p. 14-1 5. 

'' J. MARTINEZ-TORRON, 'El 

objeto de estudio del Derecho Eclc· 

siálitico·. ADEE 1 1 (1996) 227; Re· 

ligión. Derecho y Sociedad. Anti­

guos y ra utvos planuamiemos t!ll el 
/Jtrtcho Eclesidstico del EJ·tado 

(Granada 1 999) 97. 

" Id., Religión, Derecho y Socie­

dad. cit .. p. 100- 101. 
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ción penal de la libertad religiosa. o Jos 
beneficios fiscales a las Entidades Reli­
giosas inscritas en el Registro de Enti­
dades Reltgiosas y que tengan suscrito 
Acuerdo de cooperación, cte. 

4. L~ AUTONOMÍA CIEN· 
TIFICA DEL DERECHO 
ECLESIÁSTICO DEL ES· 
TADO 

Esa necesaria conexión e interrela­
ción del Derecho Ecles iástico con otras 
ramas del Derecho ha llevado en oca­
siones a algunos autores a negar la au­
tonomía del Derecho Eclesiástico 
como ciencia j urídica, apoyándose en 
que éste carece de una verdadera ho­
mogeneidad en individualidad propia, 
por el contrario está constituido -se dice­
por un conglomerado heterogéneo de 
nociones, elementos, instituciones y 
normas de naturaleza diversa pertene­
cientes en realidad a otras ramas del 
Derecho público y privado30. 

Pero la interrelación enlre las distin­
tas ramas del Derecho es consecuencia 
necesaria de la unidad de la Ciencia ju­
r ídica . En realidad, como afirmó 
D' AVACK, la distinción de las diversas 
ramas jurídicas tiene un carácter pura­
mente convencional, de modo que la 
misma distinción entre Derecho públi­
co y privado y las ramas que a cada uno 
pertenecen, no constituyen comparti­
mentos estancos perfectamente delimi­
tados o herméticamente cerrados sin 
interferencia o inJ'Juem:ia ex lema. sino 
que por el contrario repercuten conti­
nuamente uno en otro. se influyen recí­
procamente y present..m principios, ele· 
memos e instituciones comunes31

• La 
división sectorial del Derecho, en reali­
dad, es ru1:ificial, en el sentido de con­
vencional, es un recurso de la técnica 
jurídica12• De ahí que la autonomía de 
las distintas ramas jurídicas sea rambién 
relativa, tanto porque la interdisci­
plinariedad deriva de la unidad esencial 
del Derecho como porque esa autono­
mía posee el carácter instrumental que 

es inherente a la especialización jurídi­
ca de la que proviene, y que se justifica 
por conven iencias prácticas de carácter 
técnico'', que llevan al ordenamiento 
jurldico a regular un determinado fac­
tor que aparece en las relaciones huma­
nas y que precisa una regulación jurídi­
ca. 

La autonomía científica -según 
GlS.MONDJ- puede encontrarse siem­
pre que un conjunto de normas llegue a 
un desarrollo ral que se destaque y des­
víe del ordenan1icnto jurídico origina­
rio, dando vida a un sistema completo, 
destinado a regular una especial cate­
goría de relaciones que se concreta pre­
cisamente en un Derecho especial. 

Para que el tratamiento autónomo del 
Derecho Eclesiástico como disciplina 
científica esté plenamente justificado es 
preciso, comoexplicabaD'AVACK, que 
el Estado contemple y regule jurídica­
mente los fenómenos religiosos, consi­
derándolos como tales y, por tanto, con 
su inevitable proyección social. Es de­
cir, debe existir un auténtico Derecho 
especial, diferenciado del Derecho ge­
neral, que venga a regular un conjunto 
de hechos sociales agrupados bajo ese 
específico punto de vista. 

La relación del Derecho Eclesiásti­
co con el resto de las ramas del Dere­
cho y autonomía científica no son, por 
tanto. realidades enfrentadas. El Dere­
cho Eclesiástico nace como ciencia au­
tónoma desde el momento en que se 
puede predicar de él la existencia de tm 
objeto específico propio, al que el orde­
namiento jurídico dedica una aJención 
y regulación específica, cuantitativa y 
cualitativamente relevante. Y este ob­
jeto es el factor religioso como factor 
social específico. El Derecho Eclesiás­
tico existirá, por tanto, desde el momen­
to en que existe un Derecho estatal so­
bre ese factor religioso, por ello podría 
afirmarse sin temor de errar que Dere­
cho Eclesiástico ha existido siempre, 
aunque no siempre se ha reconocido 
como rama jurídica autónoma. La es­
pecialización jurídica del mismo puede 
predicarse desde el momento en que el 



Derecho Eclesiástico aparece como un 
Derecho específico, que versa sobre una 
materia concreta, con una significación 
y unas características propias, que cons­
ti tuye el objeto de un conjunto de rlor­
mas jurídica~ que proceden de fuentes 
diversas, unilaterales y bilaterdles, de las 
que se puede predicar unidad sistemáti­
ca, conexión y a la vez interdependen­
cia, que viene dada por la inspiración 
de unos principios generales comunes, 
que a su vez son inducidos, estudiados 
y desarrollados por un cuerpo de doc­
oina propio, mediante la utilización de 
unos recursos metodológicos caracterís­
ticos. 

Por otra parte, no todas las normas 
de Derecho Eclesiástico penenecen si­
multáneamente a otras ramas del Dere­
cho, sino que esta ciencia jurídica po­
see unas fuentes propias. unilaterales 
unas y bilaterales otras. Y un presupues­
to necesario para su conocimiento y 
adecuada comprensión es la profundi­
zación de las relaciones h istórica~ entre 
el Estado y la Iglesia (o las Iglesias) o, 
mejor, entre el Poder Político y el Po­
der Religioso. Como ha afirmado GON­
ZALEZ DEL VALLE, '·la ciencia del 
Derecho Eclesiástico del Estado ... no se 
reduce a conocer lo que el ordenamien­
to jurídico -constitucional y no consti­
tucional- de un determinado país esta­
blece en materia religiosa. Ha de valo­
rarlo. Y esa valoración presupone una 
teoría sobre la~ relaciones entre la Igle­
sia y el Estado!'. 

5. EL OBJETO DE LA CIEN­
~lts~~gERECHO ECLE-

Definido el Derecho Eclesiástico 
como aquella rama del ordenamiento 
jurídico del Estado que regula la dimen­
sión social del factor religioso, la mate­
ria objeto del mismo aparece cuando, 
«como consecuencia de la tensión dia­
léctica entre Iglesia y Estado, a lo largo 
de diversos períodos históricos, se va 
decantando una legislación civil sobre 

materias eclesiásticas, que encuentran su 
mejor caldo de cultivo en la concepción 
protestante sobre la Iglesia como Igle­
sia interior e invisible, que lleva a ceder 
a la autoridad civil la ~obcranfa sobre la 
conducta externa de los miembros de la 
comunidad religiosa. Tal sintación se 
consolida con la p117 de Wesüalia, me­
diante la consagración del principio de 
confesionalidad del Estado, vinculado 
entonces a la religión practicada por el 
Príncipe»ll. 

En los países predominantemente 
católicos, se producirfa una situación de 
confesionalidad si mi lar, :lUnque sobre 
bases distintas. Por influencia de los 
principios regalistas y jurisdiccionali tas 

de las monarquías absolutas se produ­
cirá también una legislación del Estado 
en materia eclesiástica. Sin embargo. en 
los países católicos, es reconocida la 
identidad de la lglc.~ia como .rocie1as 
cxrema, y respetado el Derecho Canó­
nico como ordenamiento jurídico pro­
pio de la Iglesia. 

Por razones de tiempo. espac io y 
oponunidad, no voy a entrar en el aná­
lisis detenido de la evolución del objeto 
de esta ciencia, sino que. en !Ir<~ ~ de una 
mayor claridad y brevedad, me limitaré 
a exponer la historia más reciente del 
objeto de nuestra disciplina, en Italia, 
que es donde adquiere carta de natura­
lela corno ciencia autónoma, y en Es­
paña. 

En una primera etapa, la teoría de los 
ordenamientos jurfdicos de SANTI 
ROMANO favoreció el hecho de que 
la temática del Derecho Eclesiástico se 
centrara y se concibiera a partir de él 
sobre la base del estudio, primero de las 
relaciones institucionales Iglesia-Esta­
do y a continuación, de las relaciones 
del ordenamiento estatal con los ordena­
mientos de las confesiones rel igiosas, 
especialmente con el ordenamiento ca­
nónico3~. EUo ha llevado a algunos au­
tor.:& a denominar esta primera etapa de 
nuestra disciplina como internacionalis­
ta, e institucional o interordinarnental17• 

La firma de los Pactos de L...etrán entre 
el Estado Italiano y la Santa Sede. en 

" ""Conrnbuciooe> relativas 3 la 

PonenciA. ··, ci t., p 12.4. 

" E..MOLAI\0, 'EIDerechoEcte­
siásúco det E."•do como dJsciph­

najurldica· lC 23 (1 983) 72.7 ss.: 
Id.. lrnrr>duc~J(m altsllldw ... 205. 

16 Según LLI\MAZARES el esru­

dio de las t~mcas antculadorn de 

ta relactón enrn ordenamientos ori­

g>nanos y >Obcr:uJO> • ha Stdo uoa 

de la:. o.portacione:. científic» m~s 
relevan!CS de trn. culm':ldores de t 

Derecho &:lcsidsuco en este mo­

mento ... Hu.,tn este momento la re­
lación entre Estado y conf~iones 

re1igir.u.;; (entre poderes o entre: 

ordenamiento~) aparece como pro­

fundamente institucionalizada,.: 
Dtrtclro E.-ltsulsriro dt l E..<rado. 

Dtrtclw de /u ltiH-rrad dt conntn· 

cm (Madrid 1989) 20-2 t 

" J. M AR11NI!Z-TORRON, Rtli­

gión, De recita J Sncredad, p. 3 t. 

495 



" f.C. IBAN. en lo obr• de vwios 1929, fue decisiva para afian7ar esla da, de hacer propaganda y de ejercitar 
autore•. C11r.-o <1~ Dm•cllo Ecl~siás- concepción. El Derecho concorda1ario en privado o en público el culto (art. 19). 
ricotMadrid 1991) 11. pasarla desde es1e momento a ser el eje Todas lns confesiones son igualmenle 

'' Vid. J. MARTINEZ-TORRON, 
del Derecho Eclesiástico en los países libres anle la ley (art. 8), etc. 
católicos, y vendrla a ocupar un lugar 

Rdrgtón, Dtrecho y Soc,.diUI, p. 33. sólo secundario el estudio de los pro- JEMOLO" y DEL GJUDICE" de-

" Cf. J.A. SOLITO. Nouu paro u1ut 
blemns que plantea la tolerancia de los fcndcrán la idea de que no es necesario 
cultos disidentes. El Derecho Eclesiás- que exista el gmpo religioso para que el 

interprtwci611 ucrual dtl Derecho 
tico pasó asf a ser considerado como fenómeno religioso sea atendido por el 

Cao6nicn (Pamplona 1973) 194. 
«aquella rama de la ciencia del Ocre- Estado, basta con que exista un interés 

" l.e:ioni di Dirillu &·deJ'icutico cho que tenfa por objeto el estudio de religioso individual para que pueda ser 

(Milano 1975) 22 las relaciones entre la Iglesia y el Esta- objeto de tratamiento jurídico por parte 
do, es decir: el Concordato»l'. Este fe- del Derecho Eclesiástico, de forma que 

u. Afnmwte dr Diriuo E~:deJ'iasrico nómeno no se producirá en Espaila has- el hecho religioso continuará sustentan-

(Mi lano 1970) 3. ra la década de los 70. Sin embargo en do su exislcucia pero el objeto de su es-
Italia, sobre los años 30, comienza ya a ludio se desplazará desde las institucio-

" Vid. J. ROSELL. 'ObJclo del Do- impartirse, en las Universidades, la dis- nes o entidades religiosas al campo de 
rechv Eclesiilsuco', Diáloxo sobre ciplina de Derecho Eclesiás1ico del Es- las libertades individuales". Las confe-
d jufllro dP la ciPP~cia d~l Dert!clw tado como asignatura indcpendienlc del siones religiosas comienzan entonces a 
Ed.siá.rtico t n Espmla. p. t05. Derecho Canónico. aunque por los 1nis- ser contempladns desde una perspecti-

mos docentes, que son a la vez cano- va distinta, como manifestación colee-
nistas y eclesiasticistas. 1iva del ejercicio del derecho individual 

de libertad religiosa. Esta, la libertad 
Hacia mediados de siglo se produce religiosa, se constituye, primero en Ita-

un proceso de individualización del lia, después en España, en el eje del 
Derecho eclesiástico)'!. El movimiento Derecho eclesiástico. 
internacional a favor de los derechos 
humanos que comienza a extenderse por El Derecho Eclesiásticocomienza así 
Occidente y la entrada en \~gor de la a concebirse corno una legislatio 
Constitución republicana en Italia. el 1 libertalis, expresión latina que signifi-
de enero de 1948, tras la caída de la ca literalmente «legislación de libertad», 
Monarqu{a y del fascismo, se inicia una pero con la que más propiamente se 

~ innegable evolución en nuestra discipli- quiere decir •legislación para la liber-
na, que incidiría de forma notable en la tad». Según esta tesis, es objeto del De- l consideración de su objeto. La Consti- recho Eclesi:\sticola defensa, el desarro-
tución de 1948 tradujo a Jénninos lega- llo y la aplicación del principio de Ji-
les los presupuestos políticos de la épo- bertad religiosa. La proclamación de 
ca, dando mayor relieve a la libertad de eslc derecho no solo en la Con titución 
los in di vid u os y de los gmpos y debili- italiana, sino lambién por la Declaración 

l tando la imagen del Estado y de su po- Universal de Derechos Humanos, de las 
der"0

. Asf, en su art. 2, la Constitución Naciones Unidas en 1948 y en el Con-
italiana reconocía y garantizaba los de- venio del Consejo de Europa para la 
rechos inviolables del hombre tanto in- Protección de los Derechos Humanos y 
dividualmente considerado como en las Libe nades Fundamentales de 1950, 
cuanto miembro del grupo social en que firmado precisamente en Roma. favo-
su personalidad encuentra expresión. Y recióla acogida de esta concepción del 
en diversos artículos quedaban cansa- Derecho eclesiáslico. 
grados los derechos de libenad religio-

1 
sa y de igualdad ante la ley. Todos los Pero no sólo continuaba en vigor el 
ciudadanos tienen la misma dignidad viejo Concordato de 1929 sino que el art. 
social y son iguales ante la ley, sin dis- 7 del texto constitucional, después de 
tinción de sexo, ra~a. lengua, religión, reconocer que el Estado y la iglesia ca-
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etc. (art. 3); todos tienen derecho a pro- tólica son, cada uno en su propio orden, 
fesar libremente la propia fe religiosa, independientes y soberanas, constitu-
en cualqtúer forma, individual o asocia- cionalizaba en su párrafo 2• los Pactos '• 
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de Letrán. Este hecho motivó que, como 
afinna 1 BAN, «La doctrina debió seguir 
ocupándose de las relaciones con la Igle­
sia católica por vía concordataria, pero 
pronto descubrió el valor igualdad ínsito 
en el texto constitucional, y amplió su 
objeto de atención al resto de las confe­
siones ... Podría decirse que, en este mo­
mento, el objeto del Derecho Eclesiásti­
co dejará de serias relaciones con la Igle­
sia católica para pasar a ser las relacio­
nes con todas las confesiones»". 

En España la evolución de la Cien­
cia del Derecho Eclesiástico, y de su 
objeto de estudio ha sido similar. Aun­
que la construcción de una Ciencia del 
Derecho Eclcsiásticoen nuestro país se 
inició en la década de los años cuaren­
ta'l, de la existencia de un Derecho 
Eclesiásticocomo rama científica autó­
noma del Derecho del Estado, con un 
cuerpo de doctrina reconocido solamen­
te puede hablarse en España desde hace 
apenas tres décadas'6. Hay que tener en 
cuenta, a parte otro tipo de considera­
ciones, que, basta la década de los años 
setenta el ordenamiento español se re­
mitía en bloque, en materia religiosa, al 
Derecho de la Iglesia católica, de forma 
que, la función que en otros países des­
empeñaba el Derecho eclesiástico, en 
España era desempeñada por el lus 
Pr1blicum Ecclcsiasticum Exremum "· 

Durante el régimen del General Fran­
co la normativa relativa al fenómeno 
religioso se limitó a regular las relacio­
nes del Estado con la Iglesia Católica. 
Los estudios dowinales de la época, 
real izados por canonistas, se centraban 
en el esu1dio del Derecho concordatario, 
concretamente, del concordato firmado 
con la Santa Sede en 1953 y de las nor­
mas que el legislador español había 
emanado, en aplicación del mismo, para 
regular el estatuto jurídico de la Iglesia 
Católica. La Declaración Conciliar 
Digniratis Humanae, de 1965, y la pos­
terior promulgación en España, de la ley 
de libertad religiosa, de 1967, constitu­
yeron un acicate importante para que la 
canonística comenzara a fijarse en el 
derecho de libertad religiosa, como de­
recho innato a la dignidad de la persona 

humana, aunque, como he sciialado, hay 
que esperar a los afies 70 para que los 
planteamientos ya arraigados en Italia 
comenzaran a encontrar al guna recep­
tividad entre la canonística española. 

Sin duda alguna los dos aconteci­
mientos que contribuyeron de forma 
más significativa al impulso de la cien­
cia del Derecho Eclesiásticoen España 
han sido la promulgación de la Consti­
tución de 1978 y la Ley Orgánica de l i­
bct1ad religiosa de 1980. La nueva si­
tuación jurídico-política en España dio 
paso a una nueva actitud del Estado y 
los poderes públ.icos ante el fenómeno 
religioso, que quedó consagrada en e l 
art. 16 del texto constitucional. precep­
to en el que quedan establecidos y asen­
tados los principios que, a partir de ese 
momento, informarán el Derecho 
Eclesiásticoen Espafia. 

Se reconocen y garantizan los dere­
chos de libertad religiosa, ideológica y 
de cultos tanto individual como colecti­
vamente ejercidos, sin más limitación en 
sus manifestaciones, que la necesaria 
para el mantenimiento del orden público 
protegidoporla le}' (a1t. 16, 1°). Se reco­
noce un ámbito de inmunidad en el ejer­
cicio de estos derechos, de forma que 
nadie pueda ser obligado a declarar so­
bre su ideología, religión y creencias, y 
el Estado se considera como sujeto inca­
paz de realizar actos de fe, por e llo nin­
guna confesión puede tener carácter es­
tatal. La fe religiosa, por tanto. es libre 
de Estado, en la configuración democrá­
tica del Estado español'~, que es incom­
petente ante el acto de fe, y no puede 
coartar, ni sustituir ni concurrir con sus 
ciudadanos en la fe religiosa49• Lo que si 
puede hacer el Estado es regular las ma­
nifestaciones sociales de las creencias 
individuales. que no pueden ser en nin­
gún caso contrarias al orden público. Pero 
que el Estado sea incompetente ante el 
acto de fe, y que "n.inguna confesión ten­
ga carácter estatal" (art. 16, 3o:l no signi­
fica que el estado, o mejor, los poderes 
públicos, sean indiferentes ante el fenó­
meno religioso, antes al contrario, éste 
es un fenómeno social que merece un 
reconocimiento específico. 

" Curso de Duechu Ec/e.iiásri­

co/1 

" P. LQ,';IBARDIA. ·l>rescntnción' 
a l;~ obra de J.J. AMOROS, La li­
bertad n-lig~osn en la ConsiiiiiCIÓn 

F.s¡x,ñoln d• 1978 (Madrid 1'184) 

t4. 

"' Cabe señalar que ya dc.sde el vo· 
lumcn 3 de In R•visra EspiUiola de 

Dererho Cnnónrco, en el año 1948. 

aparece una ~cci6u que Ue\ra por 
epígrafe 'Re,eñn de Derecho del 

E,Jadn sohre ma1enas eclesi~st i­

cas'. y que inicialmente estuvo n 

cargo del Profe>or Maldouo.do. 

Pero cuando se plan lea por vez pri­

mera en E.<pa~a la explicación del 

Derecho Eclc>iá>uco en las Facut­
ladcs de Dere~ho. como materia 

cora cien:\ entid3d y amono1nút fue 
en ct Coloquio sobre meJodologfa 

Universitaria del Derecho Canóm­

co celebrado en Salamanca lo> días 

1 y 2 de oc1ubre de t969. a pro­

poeMa del Profesor Panero Sán­

cbez. Puede ver.e In reseña que 

acerc.1 de dicho coloquto pub! icó In 

Rcv¡sta E.paiioln de Derecho Ca­
nónico, a cargo del P. Juau A 
Eguren (KEDC 25, 1969, especial­

mcnlc p. 742). 

'' lva.n C. Iban ·ocrecho Eclesiás­

tico y Derecho Canómco' ADEE 3 
(1987) 328-29. 

'' R. PALOMINO, ·con~nblJcio­

nes relativas " In Ponencia Objelo 

del Def'l'clto Eclesiástico' , en Di&­
logo .robre ,¡ fl fwuro tle 111 (';,, _ 

(:w det Derecho E'clesu.fsrico eJt Es· 
paillt. p. t37. 

'' P.J. V ILADRICH. ' Los princi­

pios info rm adores del Derecho 

Eclesiáslico español ' Derecho 

F.c/e.riá • .,ico del E.ilado e.rpañol 

(Pamplona 1996) t3t. 
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' Par:> D. LLAMAi'..ARES el De­

recho Ede>iásucono es otra cosa 
que el estudw y ordenrsción>~>tcmá­

l!C" de Jos norma< estat~ l e< regula­

doras de ese de recho de libertad de 

com. .. icncia como derecho fu nda· 

mentAl de los CJUdJdanO>. !tbertad 
de conciencia que <ignific.1 lanlo li­
bertad ideológica como hbertad re­

hgio>a. 'iendo ~stu una subcspecie 

de "'JJIélla· Dtn.'Ciro Ed~;ufstiw del 

r..rtado. ou .. rho ,¡, t .. liberttld d t 

conciencw IMadnd 19~9 ) 14. 

1 Rtllglón, Dueclw y So<itdad. 

Antiguos y m~evo.r l'lalllftnmit.lt!Ot 

m el Durcho Edcs•dsuco del Es­

uu/n (Gr>nada 1999) 122-139. 
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En la última década, en España, es­
tamos asistiendo a un intento de rede­
fini r el objeto del Derecho eclesiástico, 
por parte de un determinado sector doc­
trinaL A modo de síntesis, en la actuali­
dad, podríamos decir que, se detectan 
dos posturas doctrinales que difieren 
sustancialmente al señalar el obje10 de 
nuestra disciplina. Entre la doctrina es­
pañola, concretamente, basta con fi­
jarse en la sistemática seguida por los 
manuales de Derecho Eclesiásticopara 
deducir que no existe acuerdo al respec­
to. Un sector doctrinal. ciertamente 
mayoritario. coincide en señalar como 
objeto de análisis del Derecho Ecle­
siásticoel hecho religioso y su relevan­
cia j urídico-civil. (Son claros exponen­
tes de esta primera posición, entre otros, 
P. Lombardía, J. Hcrvada, J. Fomés, A. 
y V. Reina, T.C. Iban, Gonzálc7.del Va­
lle. A. Martínez Blanco, F. Vera Urba­
no, l. Martín Sánchez). 

Para una segunda corriente, defendi­
da fundamentalmente por D. Llama­
zares50. el Derecho Eclesiásticotiene un 
objeto más amplio, que está centrado en 
la libertad de conciencia, comprensiva 
tanto de la libertad ideológica como de 
la libertad religiosa. La defcn~a y la pro­
moción de los derechos f undamentalel> 
y las hbenades individuales ha llevado a 
estos autores a considerar que no es el 
factor religioso el objeto de estudio de 
nuestra di~ciplina sino la libertad de con­
ciencia o la libertad ideológica. 

En una postura intcnnedia. J. Mar­
tínez-Terrón ha defendido que el objeto 
del Derecho Eclesiástico está constitui­
do por un doble elemento o, dicho de 
otra forma, el estudio de la misma reali­
dad jurídica, puede llevarse a cabo des­
de un doble punto de vista: esa realidad 
consiste en aquellas relaciones humanas 
que son valoradas por el derecho esta­
tal tomando como base principal la pre­
sencia de un factor religioso, pero a éste 
pueden equipararse todas aquellas 
creencias o convicciones que desempe­
ñan en la vida de una persona una fun­
ción equiparable a la de la religión, de 
forma que "el concepto de religión per­
mite precisar el concepto y alcance de 

la libertad religiosa, de pensamiento y 
de conciencia; y además, precisamente 
por ello, las actividades realizadas en 
ejercicio de esa triple libertad constitu­
yen el objeto del Derecho Eclesiástico··. 
En definitiva, según este autor, nuestra 
ciencia jurídica tiene por objeto de es­
tudio "la ordenación jurídica estatal de 
aquellas relaciones humanas en las cua­
les se encuentra presente el elemento 
religioso, entendiendo portal la inciden­
cia de conductas derivadas de creencias 
religiosas, o bien de convicciones no 
religiosas que posean una intensidad 
axiológica equiparablc"51

• 

Se ha pretendido así, por pat1c de un 
cierto sector doctrinal, ampliar el obje­
to de estudio del Derecho Eclesiástico 
al tratamiento jurídico de problemas 
originados por posiciones personales no 
estrictamente religiosas, entendiendo 
que fom1an parte del objeto de esta dis­
ciplina otras libenades conexas a la li­
bertad religiosa. Se suele alegar, en fa­
vor de esta postura, que i indagamos 
en las claves de interpretación del dere­
cho de libertad religiosa, constatamos 
que en los textos internacionales que 
reconocen este derecho, se mencionan 
conjuntamente el derecho a la libertad 
de pensamiento, conciencia y religión 
(art. 9 del Convenio Europeo para la 
protección de los Derechos Humanos y 
de las Libertades Fundamentales y an. 
18 de la Declaración Universal de De­
rechos Humanos). 

Se trata, cienamente, de tres dere­
chos análogos, pero distintos. o mejor 
dicho, un derecho a la libertad en tres 
ámbitos dis tintos: de pensamiento, de 
conciencia y de religión. La mención 
conjunta de las tres libertades obedece. 
en mi opinión, a la necesidad de poner 
de manifiesto que las tres gozan de una 
misma protección o tutela jurídica. Las 
tres protegen el derecho de la persona a 
tener unas propias creencias o com•ic­
ciones personales. religiosas o no, o a 
no tenerlas, así como a actuar en conse­
cuencia, y que se reconoce, por tanto, 
un ámbito de inmunidad individual, que 
excluye toda discriminación por razo­
nes ideológicas. de conciencia o re ligio-



sas. Sin embargo, considero que enten­
der incluidas en el objeto del Derecho 
Eclesiástico las liberu!des de pensamien­
to y de concienc ia, ampliando así 
significativamente su objeto de esrudio, 
va en derrimemo de la misma di~cipü ­

na, que pierde en gran medida la espe­
cificidad que le dio origen. 

En mi opinión nos encontramos ante 
una cuestión sobre la que no caben con­
cepciones predeterminadas o aprio­
rísticas y que a su vez se encuentra en 
íntima conexión con la configuración 
del Derecho Eclesiástico como rama 
autónoma de la Ciencia jurídica. Preci­
samente su configuración como rama 
científica autónoma ha sido posible 
cuando el Derecho positivo ha otorga­
do un tratamiento particularizado al fe­
nómeno religioso como facror social 
especifico. Por ello, cuando nos pregun­
tamos sobre cuál sea el objeto concreto 
sobre el que versa la Ciencia del Dere­
cho eclesiástico, lo primero que debe 
advertirse es que estamos ame una cues­
tión que obedece a una delimitación de 
orden hisrórico. es decir, a la fonnación 
de una ciencia autónoma no por cri te­
rios necesarios sino por criterios con­
tingentes, y no cabe duda de que a lo 
largo de la evolución histórica del con­
cepto y de la ciencia del Derecho ecle­
siástico, que del ib~radamente acabo de 
resumir, el elemento central del mismo 
ha sido el elemento religioso. 

Las nociones de libertad ideológica 
o de pensamiento y la libenad de con­
ciencia han surgido históricamente 
"como un correlato. en versión secu­
larizada, de la libenad religiosa. cuya 
fmaüdad es otorgar. en vinud del prin­
cipio de igualdad, una protección equi­
valente al pensamiento religioso y al no 
religioso y a la conducta derivada de 
convicciones éticas, independientemen­
te de que éstas procedan de creencias 
religiosas o no religiosas"5l El Derecho 
Eclesiástico del Estado nace originaria­
mente para dar solución jurídica al en­
tramado de relaciones jurídicas y socia­
les que se originan por una motivación 
estrictamente religiosa. Fue el fenóme­
no religioso, por tanto, el que dio ori-

gen al Derecho Eclesiástico y el que hoy 
en día continúa determinando su obje­
to. No obstante, como consecuencia de 
la incidencia del principio de igualdad, 
se ha ido produciendo una equiparación 
en el rratamiento jurídico de las opcio­
nes religiosas y no religiosa;. 

Pero en el de~arrollo y protección 
positiva o de promoción de tales dere­
chos, el tratamiento jurídico que nues­
tro ordcnamiemo otorga a la libertad 
ideológica y a la libertad religiosa no e; 
idéntico, sobre todo cuando dichas li­
bertades se ejerc itan colectivamente. 
El an. 16. 3" del Texto constitucional 
obliga a los Poderes Públicos a tener en 
cuenta las creencias religiosas -no ideo­
lógicas- de la sociedad española y a 
mantener relaciones de cooperación con 
las confesiones religiosa! , es decir, con 
los sujetos colectivos del derecho de li­
bertad religiosa, pero no con los grupos 
ideológicos. Que las manifestaciones 
(colectivas) del derecho de libertad re­
ligiosa reciban un trato preferente por 
parte del mismo legislador constituyente 
es uno de los signos evidentes de que 
nuestro ordenamiento jurfdico ha otor­
gado al factor religioso un tratamiento 
específico y singular. distinto de otros 
factores sociales análogos. En dcrtniti­
va, podrá formar parte del objclo espe­
cítico del Derecho Eclcsiiísticoel trata­
miento jurídico de las confesiones y gru­
pos religiosos, pero no el de otros gru­
pos ideológicos inspirados en conviccio­
nes no relig.iosas1

' 

Por arra parte. la misma Ley Orgá­
nica de Libertad Religiosa, en su a 11. 3, 
2•, excluye de su ámbito de protección 
las actividades, finalidades y Entidades 
relacionadas con el estudio y experimen­
tación de los fenómenos psíquicos o 
parapsicológicos o la difusión de los 
valores humanísticos o espiritualistas u 
otros fines análogos ajenos a los reli­
giosos. Todos estos fenómenos, aunque 
puedan ser dignos de protección por 
parte del ordenamiento jurídico, no re­
ciben de éste el mismo tratamiento que 
el fenómeno religioso, que ha merecido 
una protección específica y que goza de 
un particular estatuto j urídico. 

" J . M ARTINEZ TORRON. 'El 
objeto de e-rudio del Der~cho ecle­

sitl<~ico ". ADEE 11 (1996) 2.43. En 
el m" mo sent1do, J.J. AMOROS 

och iene que es frecuente. :U hablar 

de libertad religiosa. intcgror den­

tro del hecho religu.>so n la ideolo· 

gín y aln hbennd ideo!óg1cn. "'como 

pudoro;a <'Ompeosac1ón lwca. Pa­

rece que el e'wuen ah lado de la re­

lig ión reutha dem.,iodo compro­

metido yconvtene no dejar duda al­

guna sobre In purcl.U 1gualitar1a y 

democrátic> de nue;trns intencio­

nes'": 'Libertad religio>n y libenad 

ideológica. Religión e ideotogra 

como ne~e,idades del hombre' . U ­

b~nnd y dt~c-/Jo fumlamfntal de 

libtrrad ffltgioso (Mndnd 19SQ) 

76. 

" En el m1smo sentido. J. MAR­

TINEZ TORRON. Rtligi611, Dtrt­

clto ·' Socitdml. 14 1-42. 
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" L. PRIETO SANCHlS. 'Princi 
pto> constitncionale; del Derrcho 

Eclesoá"ico e'p.~nor, en Curso d~ 
Duuho Ecl~sidstlco (Madrid 1991) 
178; CALVO-ALVAREZ. ' La p<e­
~ncia de lo< principios mformodcr 
res dd l:>errcho &le.<oásuco espa­
ñol en las >cnlcncoas del Tribunal 
ConJ.totucional', Trutw.iode Derulro 
P-CICJ.t:i5tico ( Pomplonl 1994) espe­

cialmente p. 319 

" P.J. VlLADRlCH. 'Lo>princopios 

infomoodore.' del Derecho &le>u\s· 
toco csp:onor, en Dereclru Ecltsids­
ticu del E.uado espar1ol (Pamplonn 

1983) 192-93. 

,. A. MARTINEZ BLANCO. /)e­

ruho eclesitlstirn tlell!<tado (M•· 

drid, 1993) vol. n. p. 72. 

' lbod .. p. 191. 

•• lbtd .. p. 192. 

" L. PRIETO SANCHIS. ' Pn nci­
plo:t con:,titucionnlcs ... ' 183: id .. 
u cr:iont.f dt Derulro eclesiti<tico ... 

73. Ion base a esta aflnnacoón. con­
>idero el autor que >i el legislador 
de cada momento dospone de un 
amplio marco constuucional para 
dc>arrollar >U proyecto político. no 
menores son las posibilidades del 
í111érprete ncadémicn. 
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6.LOS PRINCIPIOS IN­
FORMADORES DEL DE­
RECHO ECLESIÁSTICO 
EN ESPAÑA 

La Constitución es la fuenle princi­
pal de conocimiento de los principios 
infonnadores del Derecho Eclesiástico 
español. esto es, de los valores superio­
res o principios constitucionales del or­
dcnatniento que son aplicables a la re­
gulación del fenómeno religioso, lérmi­
nos que han sido utilizados en ocasio­
nes como sinónimos en la Jurispnlden­
cia del Tribunal constitucional1'. Pero 
los principios infom1adores no lo son 
por ser principios constitucionales, o lo 
que es lo mismo, por estar contenidos 
en el Texto constitucional, bino por ser 
informadores. Lo que les convierte en 
principios informadores es su naturale­
za de expresar los valores superiores que 
como patrimonio solidario tiene y quie­
re el pueblo español en materia eclesiá -
ti ca, y ello con independencia de que su 
formalización nonnativa tenga lugar en 
un texto legal de rango constitucional o 
bien acontezca a través de una disposi­
ción de rango inferior1. 

Los principios informadores tienen, 
así, el significado de pautas supremas 
inspiradoras de todo el ordenamiento, 
conten idas fundamentalmente en la 
Constitución, y sus funciones son las de 
inlerprctacióu e inlegración del ordena­
miento, orientando el trabajo de cuan­
tos han de aplicarlo o elaborarlo. Al es­
tar inclufdos en la Constitución, cum­
plen además la tarea de servir de 
~doJ~.ZW,»d:.wJMJ.ftM'UlodD.br 

normas del urdenamienlo16
• 

En su acepción estática conlicncn 
valores relativos a la dignidad y liber­
tad de los ciudadanos y también al modo 
libre y digno de poder vivir los senú­
mientos y convicciones religiosas, como 
factor social, que el pueblo español po­
see como resultado de su patrimonio 
cultural e histó rico. Estos valores no 
pueden confundirse con las concretas 
creencias religiosas, ya sean atcíslas o 
agnósticas, de los espaiioles. Se trata, 

por el contrario, de valores del pueblo 
español como comunidad política a tra­
vés de los cuales se manifiesta la convi­
vencia solidaria de todos los españoles 
como única nación. Por ello son valo­
res superiores, porque están por encima 
de las diversas convicciones religiosas 
concretas de los españoles. 

En su acepción dinámica, los princi­
pio• informadores representan puntos de 
articulación del sistema de Derecho 
eclesiáslico, en cuya virtud la ordena­
ción jurídica de todas las relaciones so­
ciales que genera el faclor religioso re­
sulta armoniosa. operativa, coherente y 
sistemáticamente unitaria. «Por tanto, su 
dinámica propia es basar, configurar y 
•crvir de límite al Derecho Eclesiástico 
español. emendido éste como sistema 
especffico y unitario~17. 

Parece obvio que, aunque estos prin­
cipios licncn como temática el factor 
religioso. no son principios religiosos 
sino que su naturaleza es estrictamente 
civil. Son principios civiles o valores de 
la sociedad española, sobre una cues­
tión civil, cual es la convivencia solida­
ria y democrática de la sociedad espa­
ñola, en el tema del factor religioso, que 
actúa en orden al bien común en el or­
den civil español. 

Como consecuencia de esta natura­
leza civil, bajo cslos principios late una 
idea de sociedad civil y una idea de Es­
tado que queda expresada con moú vo 
de la regulación jurídica del factor reli­
gioso18. Además, estos principios admi­
ten interpretaciones plurales, y de he­
r hn nn ñi("Pñt~n un tipn n t"I:U:P ftp [).:.rP­

ChO Eclesiástico absolutamente cerrado, 
sino que delimitan la opción ideológica 
del Estado ante el fenómeno religio­
SO» '9• Por todo ello, estos principios 
infonnadores son principios jurídicos. 

A In hora de definir los principios 
específicos def Derecho Eclesiástico 
espa1iol partimos de que existen unos 
principios constitucionales que son co­
munes a todo el ordcnamienlo, y que se 
encuentran definidos fundament<tlmen­
te en el art. 1, 1• de nuestra Carta Mag-

' 1 



na. Estos constituyen presupuestos ju­
rídico-políticos de los concretos princi­
pios inspiradores del Derecho eclesiás­
tico, presupuestos que pueden recondu­
cirse al principio democrático, princi­
pio del pluralismo. principio de someti­
miento al Derecho y principio de la dig­
nidad de la persona o principio perso­
nalista00. 

Pero ¿Cuáles son estos principios 
informadores del Derecho Eclesiástico 
español? La doctrina suele deducir es­
tos principios de los artfcu los 14 y 16 
de la Constitución. Son, en mi opinión, 
estos cuatro: el principio de libertad re­
ligiosa, el principio de igualdad, el prin­
cipio de laicidad del Estado y el princi­
pio de cooperación. No creo que se tra­
te, sin embargo, de un catálogo cerrado 
y exhaustivo, de hecho, algunos auto­
res añaden a los cuatro citados el prin­
cipio de pluralismo61 que, además de su 
carácter de valor superior, posee una 
función instrumental en la consecución 
de todos los demás. 

a) El principio de libertad religiosa 

El principio de libertad religiosa es 
sin duda el más importante principio de 
configuración del Derecho Eclesiástico 
español. Se ha llegado a afirmar inclu­
so que todos los restantes principios -de 
igualdad, de laicidad, de cooperación­
dependen del de libertad religiosa en 
aspectos esenciales de su contenido y 
de su operatividad infom1adora•2, por­
que cuantos priucipios quieran formu­
larse del Derecho Eclesiástico no son 
más que especifi caciones o proyeccio­
nes del ideal básico de libertad religio­
sa ya que todos Jos principios pueden 
resumirse en éste63, que es, junto con el 
de igualdad religiosa, presupuesto para 
la existencia de los demás'•'. 

La misma expresión de libertad rel.i­
giosa hace referencia a un derecho fun­
damental y a un principio informador 
del ordenamiento jurídico. Incluso ha 
llegado a afirmarse que la libertad reli-

giosa constituye el objeto rnismo de la 
ciencia del Derecho eclesi5stico. Pero 
la admi. ión de tal aseveración supon­
dría negar la existencia de un Derecho 
Eclesiá~tico en aquello. sistemas jurí­
dico-políticos donde no estuviera reco­
nocida la libenad religiosa. En mi opi­
nión la libertad religiosa no constituye 
el objeto de nuestra ciencia sino uno de 
sus principios informadores, una pers­
JlCCti va, sin duda la m:.ís deseable, des­
de la que puede concebirse el derecho 
Ecl~<iásticode l Estado <>S , y un principio 
configurador del mismo. 

Como derecho fundamental, la liber­
tad religiosa expresa una exigencia de 
justicia innata a la dignidad de la natu­
raleza de toda persona hurnana66• Como 
principio informador, es principio dt: 
configuración social y cívica porque 
contiene una idea o definición de Esta­
do61 y está avocado a inspirar la acción 
política y legislativa del Estado. 

Como principio infonnador, la liber-
1ad religiosa implica que el Estado se 
prohfbc a sí mismo cualquier coacc ión 
y cualquier sustitución, y se prohíbe. 
como Estado. cualquier concurrencia 
junto a sus ciudadanos en calidad d~.: 

sujeto de acto; o actitudes ante la fe y la 
religión, sean del signo que f1.1cren ... De 
esta fom1a, el p1incipio de libenad reli­
giosa supone el reconocimiento, por 
parte del Estado, de un {imbiro de inmu­
nidad en orden a la realización del ac1o 
de fe. El Estado se considera radical­
mente incompetente para imponer una 
determinada fe o una práctica cultual a 
los ciudadanos y a los gru pos, y ·e 
prohíbe a sí mismo concurrir, como tal 
Estado, con los actos de fe y prácticas 
cultuales de los ciudadanos y de las con­
fesiones. Se aurodeline como sujeto in­
capaz de actos de fe y de culto. Su fun­
ción es regular e l factor religioso sin 
coaccionar, sustituir o concurrir, como 
un ente más, en los actos de fe y en las 
prácticas cultuales religiosas. 

La libertad religiosa significa. enton­
ces, el reconocimiento por parte del Es­
tado del carácter individual, por natura­
leza, que tiene la opción re ligiosa69• 
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Todo e llo no implica que los poderes 
públicos asuman una función meramen­
te negativa o que sean neutrales ante el 
ejercicio de la libertad religiosa, sino que 
este principio informador genera para 
el Estado un deber de fomento y pro­
moción de los derechos fundamentales 
que favorecen esa libertad. «Lo valioso 
no es la religión, sino el ejercicio de la 
libertad, la realización de la persona 
como ser religioso, que puede consistir 
tanto en una actitud creyente o de fe 
como en una postura agnóstica o atea. 
Desde un punto de vista conslitucional 
el valor tutelado y promovido es preci­
samente el libre desarrollo de la perso­
nalidad a que a lude el an. 1 O. t• de la 
Conslitución, en este caso, la dimensión 
re ligiosa de la personalidad•>'"· 

b) El principio de igualdad religiosa 
ante la ley 

El att. 14 de la Constitución espatio­
la garantiza la igualdad de todos los ciu­
dadanos ante la ley sin que pueda pre­
valecer discriminación alguna, entre 
otros, por motivos de religión. Bajo este 
precepto conslilucional viene a recono­
cerse que hay una tínica, común y radi­
cal condición, paritariameme poseída 
por todos y cada uno de los españoles, 
que es la cualidad de ciudadano, y que 
en base a esta condición no puede ha­
ber diferencias, c lases o e alegorías. sino 
que la única e igual condición de ciuda­
dano lleva consigo la e liminación de 
cualquier tipo de discriminación porra­
ZIA'?&: .~N,·¡it~/'!:{i\_'1{¡~ t22~ .. ~ ... '<D~td.t-c:í./A.~, 

opinión o cualquier otra condición o cir­
cunstancia personal o social. 

La igualdad religiosa no debe enten­
derse equivalente a la uniformidad en 
el tratamiento jurídico de todas las per­
sonas y situaciones «pues, si asf fuese, 
se paralizarfa la propia producción jurí­
dica ya que legislar es, en esencia, esta­
blecer regulaciones específicas para de­
terminados supuestos de hecho»71

• La 
di ferencia fundamental entre la igual­
dad y la uniformidad radica en el objeto 

del principio de igualdad, es decir, el 
acto de fe, que puede realizarse median­
te cultos, religiones y estructuras 
organizativas muy diversos y dispares12

. 

El tralar de manera igual relaciones ju­
rfdicas desiguales es, como puso de 
manifiesto F. RUFFlNl, tan injusto, 
como el tratar de modo desigual rela­
ciones jurídica~ iguales. 

A lo que obliga el principio de igual­
dad es a no establecer discriminaciones 
o, lo que es lo mismo, a que las distin­
ciones normativas respondan a una cier­
ta justificación o razonabilidad73 de 
modo que, en los tém1inos en que se ha 
pronunciado el Tribunal Constitucional, 
en la sentencia de 21 de diciembre de 
1982, la virtualidad de los criterios enun­
ciados en el art. 14 consiste principal­
mente en acentuar o imprimir mayor 
vigor a la carga de probar la razonabili­
dad de la distinción normativa, pero no 
en impedir necesariamente dicha distin­
ción. 

La igualdad religiosa no significa, 
pues, que todos los españoles tengan que 
tener la misma fe religiosa, «significa 
que forma pa1te del común y radical 
patrimonio jurídico del ciudadano espa­
ñol la titularidad, en igualdad de cali­
dad y trato ante la ley, del derecho de 
libertad religiosa»". Esta igualdad no 
impide el reconocimiento de peculiari­
dades reales de los sujetos en el Dere­
cho Eclesiásticodel Estado pero el lími­
te a ese reconocimiento lo constituye el 
conccplo de no discriminación. La no 
discriminación por razones religiosas 
implica la expresa prohibición consti­
tu-ck.m3.tl ~ Cl'.'ct'\~,\itt ~tpdós pá~~i,lt,. 
giada, distinción, restricción o exclusión 
que basada en motivos religiosos tenga 
por objeto o por resultado la supresión 
o el menoscabo de la igual titularidad y 
ejercicio del derecho de libertad religio­
sa, así como del resto de los derechos 
fundamentales y Libertades públicas en 
el orden político, económico, social, 
cultural o en cualquier otro orden de la 
vida pública. 

Los sujeto~ titulares de este derecho 
y principio de igualdad no son exclusi-



vamente los individuos. También los 
sujetos colectivos del derecho de liber­
tad religiosa son titulares del derecho de 
igualdad ante la ley y no discriminación, 
y ello en un doble sentido: por uua par­
te las confesiones religiosas son iguales 
titulares del derecho de libertad religio­
sa; por otra, en el desarrollo del manda­
to constitucional del art. 16, 3•, a la hora 
de tener en cuenta las creencias religio­
sas de la sociedad española y mantener 
relaciones de cooperación, los poderes 
públicos quedan obligados a mantener 
una actitud que en ningún caso impli­
que discriminación de alguna confesión 
religiosa e, indirectamente, de algún ciu­
dadano. 

e) El principio de laicidad del Estado 

La Constitución española no procla­
ma expresamente que el Estado espa­
ñol sea un Estado laico. En realidad en 
todo el texto constitucional no encon­
tramos un solo aJ1ículo que utilice, para 
calificar al Estado español, el adjetivo 
laico. El mismo art. 1, 1 • de la Consti­
tución, que ofrece una definición del 
Estado, no lo califica desde el punto de 
vista religioso. Aunque hubo algún in­
tento al respecto, en el borrador del tex­
to constitucional elaborado por la Po­
nencia encargada de redactar la Consti­
tución, cuyo art. 3 afirmaba que «el Es­
tado español no es confesional>>, dicha 
fórmula se suprimió y ni siquiera figuró 
ya en el anteproyecto de Constitución 
publicado en el Boletín Oficial de las 
Cortes de 5 de enero de 1978. 

Pese a todo ello, una interpretación 
sistemática del articulado del texto cons­
tituciona.l nos permite afirmar que la 
laic idad es uno de los principios 
informadores de nuestro Derecho ecle­
siástico. Así lo ha entendido también el 
Tribunal Constitucional en algunas de 
sus sentcncias15. Es evidente que un Es­
tado democrático que propugna como 
valores supremos, entre otros, la liber­
tad y la igualdad, por su propia natura­
leza no es confesional, salvo que expre-

samente y haciendo uso de su sobera­
nía, se declare como taF". Esta laicidad 
natural del Estado es la que pcnnite con­
templar el factor religioso como un fe­
nómeno que atañe a las personas y a la 
sociedad y no como un factor estatal. 
La función del Estado será asegurar el 
ejercicio de la libertad re.ligiosa a todos 
los sujetos, individuales o colectivos, sea 
C11al fuere la opción que. en el ejercicio 
de ese derecho, éstos hayan reali7.ado. 

La actuación de l Estado puede 
definirse como laica cuaudo la perspec­
tiva que el Estado adopta sobre la fe y 
la religión implica una exclusiva consi­
deración de éstos como factor soc ial 
específico, como factor que fonna par­
te del bien común 77

• 

Como integrante del bien común el 
factor social religioso precisa por parte 
del Estado una valorac ión positiva. Por 
eso, la actuación laica del Estado no se 
limita al reconoci miento y gamnúa ju­
rfdicas del factor religioso sino que, al 
igual que ocurre con el resto de fac tores 
sociales, le es apli cable la exigencia de 
la libertad e igualdad reales que el art. 
9, 2• de la Constitución impone a los 
poderes públicos. También en relac ión 
al factor social religioso corresponde a 
los poderes públicos promover las con­
diciones para que tales derechos, de li­
bertad e igualdad religiosa~ , sean reales 
y efectivas, remover los obstácul os que 
impidan o dificulten su plenitud y faci­
litar la participación de los ciudadanos 
en la vida política, económica, cultural 
y social. 

En consecuencia, <•el Estado español 
no queda reducido, por ser laico, a 1 a 
indiferencia o la pasividad ante el fac­
tor religioso. Su laicidad es una califi­
cación de su actuación como sólo Esta­
do ante lo religioso, pero por eso mis­
mo laicidad equivale a actuación esta­
tal de reconocimiento, garan tía y pro­
moción jurídicas del factor re l ig ioso»7~. 

Concebida así la laicidad, el instru­
mento más adecuado que el Estado tie­
ne para la consideración de lo religioso 
como factor exclusivamente social es el 

11 Puode Yerse, a modo de ejem­

plo, la STC de 13 de mayo de 1982, 
Bofe¡(n de Jun!iprudencw Comti­
lucional. junio 1982. pp. 432-34 es­
pecialmcnle. 
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Derecho. La laicidad consiste, en este 
scmido, en la índole jurídica de la ac­
tuación del Estado democrático de De· 
recbo sobre el fenómeno religioso y, 
como afinna VILADRICH, «la expre· 
sión m:\s depurada de la laicidad es un 
sistema de Derecho Ecle!.i<btico espe­
cial, concebido como la exclm,iva y 
paradigmática manifestación de la com­
petcnci~ del Estado cspruiol sobre el fac­
tor religioso. Y esta competencia es lai­
ca en tanto se ciñe y concreta al recono­
cimiento. garantía y promoción jurídi­
cas del derecho de libcnad religiosa de 
los ciudadanos y las con fe · iones»1~. 

La laicidad tiene como límite el prin­
cipio de libenad religiosa. El Estado, al 
practicar el reconocimiento, g<trdnlía y 
p'romoción del factor religioso. no pue­
de coaccionar, sustituir o concurrir con 
la fe y la práctica religiosa de los suje­
tos capaces del acto de fe, es decir, de 
los individuos y las confesiones. 

Se suele hacer derivar el principio 
de laicidad de la primera parte del an. 
16, 3° de la Constitución, según el cual 
«ninguna confesión tendrá carácter es· 
Lata!». En puridad, con esta expresión 
poco afortunada el legislador constitu­
yente no ha explicitado el principio de 
laicidad sino las consecuencias que esa 
laicidad tiene en las relaciones entre el 
Estado español y las confesiones reli­
giosas!<! y. como consecuencia de la 
mutua independencia entre ellos, el ca­
rácter soc1al y no estatal de las confe­
siones. 

Si el acto de fe. las creencias reli-
6'-'-"'\r..Ar, .Mt"o ~"\.."\~,b."t\":\..'V H."n\.~~\r.\.'\t' 

do, un factor social. resultado del ejer­
cicio de la libenad religiosa, e integran­
te del bien común, el Estado laico no 
puede . er indiferente ante ese factor so­
cial, no puede ignorarlo. «Los poderes 
públicos -como afmna el mismo precep­
to constitucional- tendnln en cuenta las 
creencias religiosas de la sociedad es­
pañola». La consecuencia jurídica de 
este mandato constitucional enlaza con 
el principio inspirador del Derecho 
Eclesi:lsticoespañol que vamos a expo­
ner a continuación: •mantendrán las 

consiguientes relaciones de cooperación 
con la Iglesia Católica y las demás con­
fesiones religiosas». 

d) El principio de cooperación entre 
el Estado y las confesiones J-cligio­
sas 

Aunque el modelo de cooperación. 
en determinados momentos históricos, 
ha podido derivar del intento de conser­
var, por parte del Estado, una relación 
jurídica privilegiada con la confesión 
dominante en un anterior sistema de 
confesionalidad fonnal, en nuestro ac­
tual sistema constitucional la interpre­
tación de este principio sólo puede ha­
cel'liC sobre la base de la proyección, en 
el ámbito del Derecho eclesiástico, de 
los postulados del Estado social y de­
mocrático de Derecho y la promoción 
de los derechos humanos. 

Por otra parte, toda sociedad demo­
cr5tica avanzada aboga por sustituir la 
concentración del poder por una exten­
sa participación en el mismo de los sec­
tores reales y representativos de la so­
ciedad, de suerte que, en aplicación de 
los principios de corrcsponsabilidad y 
participación de los grupos sociales se 
posibilite a éstos la panicipación en el 
bien común y en la elaboración de las 
normas jurídicas que regulan su posi­
ción y su actuación en el Derecho y en 
la sociedad81

• Esta pretensión, de que los 
gmpos sociales afectados participen en 
la elaboración y aplicación de su srarus 

} . .&.lelrlir..&\ l r .A.l ~.l".t\"-\l\!".ln.ti.Alv.nb.l.!\t; rnn. 

fcsiones religiosas como sujetos colec­
tivos del derecho de libcnad religiosa, 
son los dos factores que han inspirado 
el tenor literal del párrafo 3° del art. 16 
y deberán por ello tenerse presentes para 
su adecuada interpretación. 

Pero inclusó, con relación a las con­
fesiones religiosas, la Constitución ha 
elevado a rango constitucional la exis­
tencia de relaciones con los poderes 
públicos mediante el concepto de coope­
ración. El art. 16. 3• no ofrece, sin cm-



bargo. un concepto de cooperación ni 
tampoco concreta las fonnas o manifes­
taciones en que ésta deba llevarse a efec­
to ni los lúnitcs a que debe estar sujeta. 

Con relación al primer aspecto, si bien 
el precepio constitucional no explicita 
qué debe emenderse por cooperación, 
parece evidente que no faltan, tanto en la 
misma Constitución como en otras nor­
mas jurídicas, elementos suficientes para 
perfilar su significado. Por una parte. los 
principios de libertad religiosa y laicidad 
apuntan lo que, en una acepción negati­
va, no puede significar la cooperación: 
no ¡>uede implicar unión entre las confe­
siones y el Estado en orden a la consCCLI­
ción común de una fi nalidad religiosa. 
pues los poderes públicos terminarían 
convirtiéndose en brazo secular de lo re­
ligioso o instrumento político en manos 
de las confesiones. Asímismo. cualquier 
intento de estatalizar las confesiones re­
sultaría inconstitucional y contrario a los 
principios de libertad religiosa y laicidad 
del Estado12• Por otrd parte. el principio 
de cooperación no puede tampoco im­
plicar indiferencia y desconocilniemo 
por parte de los poderes públicos, de los 
sujetos colectivos de la libertad religio­
sa. 

En su acepción positiva, el principio 
de cooperación define «el tipo de rela­
ción (ni Lmión ni incomunicación) que 
puede haber entre instituciones cuya 
naturaleza y finalidades son distintas y 
han de permanecer sin mezclarse ... sig­
nifica la constitucionalización del co­
mún entendimiento bilateral o plurila­
tcral. que han de tener las relaciones 
entre los poderes públicos y las confe­
siones en orden a la elaboración de su 
status jurídico específico y a la regula­
ción de su contribución al bien común 
ciudadano»". Es una predisposición del 
Estado a faci litar y promover las condi­
ciones que hacen posible el acto de fe y 
los a pcctos o manifestaciones que de­
rivan del mismo~", llegar a un entendi­
miento, con los sujetos colectivos de la 
libertad religiosa a fin de regular aque­
llas expresiones del fenómeno religioso 
que tienen trascendencia jurídica en el 
Derecho estatal. 

Es decir, que esta e'igcncia consti­
tucional sólo puede ser entendida si se 
parte de la consideración del fenómeno 
religioso como factor social especítico~' 
que el Estado promociona y garantiza 
porque contribuye a la consolidación del 
bien social y si las relacione~ de coope­
ración a que se refiere el precepto cons­
titucional se inscnbcn dentro del fenó­
meno general de la participación de los 
grupos sociales en las decisiones del 
poder político que le; afecten para lo­
grar una mayor efectividad de la~ me­
didas adoptadas por los poderes públi­
cos••. Por esta razón una adecuada in­
terpretación del art. 16, 3" del Texto 
constitucional sólo puede hacerse par­
tiendo de lo precepruado por los ans. J. 
1" y 9. 2" de la propia Consumcaón. a 
tenor del cual «Corre~ponde a los po­
deres públicos promover la.\ condicio­
ne> para que la lihertad y la igualdad 
del individuo y de los grupos en que se 
integra s~an reales y efectivas: remover 
los obstáculos que impidan o dificulten 
su plenitud y facilitar la participación 
de todos los ciudadanos en la vida polí­
tica. económica. cultural y so ial•>. 

La conjunción de los preceptos cita­
dos nos llevará a afirmar que la coope­
ración entre el Estado y las confesiones 
religiosas perseguirá, como ubjel ivo 
fundamental, la promoción por partt: de 
los poderes públicos de la libenad y la 
igualdad de lo~ individuos y de los gru­
pos sociales -confesiones religiosas- en 
que se integran, y la participación en las 
decisiones políticas que les afecten•'. 
Queda si11 determinar cuál e~ deben ser 
los instrumentos jurídicos más adecua­
dos para que los poderes público¡, co­
operen en la promoción de la libertad y 
la igualdad de las confesiones religio­
sas. Lo que parece claro es que estas 
relaciones de cooperación pueden dar 
lugar a la estipulación de Acuerdos en­
tre los poderes público<> y las confesio­
nes religiosas, pue> la Con~Litución no 
impide ni prohibe tal posibilidad. Sin 
embargo del tenor del art. 16 no ·e de­
duce que sea necesaria la existencia de 
normas pacticias como base del siste­
ma de fuentes de Derecho eclesiástico. 
Serán los poderes públicos los que en 
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" L. PRJETO SANCHIS. 'Princi­

pio~ consulucinu:liC'- · 209. 

" P.J. Vti..ADRICH. 'lA princi­
piOS in(ormactorc> del Derecho 

Eclt'l;t,uco c'SplliOI'. en /Ñr.cho 

E:d~ stdJriu>d~l ürado •waiiol 

(PJmplon.' 1'183) 234 

,. A. MOTILLA DE LA CALLE. 

{.tJJ Acurrdos '"'"ti Estado y /m 
(.'(mfesiunes rt-llglows t!ll ti D~re­
rho <Sptl!iol (BarcelonA 1985) 30. 

'' Vid L RUANO ESPI.NA, 'Los 

Acuerdo.< o Con1cn•o' de coope­

mción cnttt lo) di'itunns poderc) 
públiCO>} la\ C()OfCSIOIIC> reu¡;u>· 

sa>. RE!JC 53 tl99b). 
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" BOEde 12de noviembre de 1992. 

'• Ohs.!rve.~e que, mientrns el pan­
grafo t• del an. 16 d<llexto Cons­

tituciou.U 5e refiere a l11> "Comuni­

dade.;'' . el parágrafo 3" habla de 1"-'> 
"ConfeMone.\", Algo ~imitar ocurre 

en lo Ley Orgánico de Libenad Re­
hgiOSO- que se refiere a l"-' "lgle;i..,, 
Confesiones y Comunid11de; religiu­
, ., .. (arl. 5, 1", 6, 7. 8). de forma que 

~un esta amplia tcrminulugfa se pre­
tende dar c.obida a la> di;tinta:. cnli­
dadc.< religiosa ~ y <11> diversas ma­
Ji ife~lUCIOm::, u&ociatlvas. 

"' f.C. IBA , 'La~ confesiones rel.i­
g¡o.<ru. ·.en Cursn de /)ertcilo l!'d~­

sit1ri1CO (Mndoi tl 199 1) 227: J.M. 

VAZQUEZ GARCIA-PEÑUELA. 
'PosJción ¡urfdic.o de las confesio­

Ile> religiu>lll> y de \liS entidades en 
el ordenamiento jurfdico español'. 
Tratndn J~ Dtruho Eclesiástico 
(Pamplona 1994) 553. 
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cada caso elijan la fonna o modalidad 
concreta más adecuada para establecer 
las «consiguientes» relaciones de coope­
ración. 

No cabe duda de que los Acuerdos o 
Convenios constituyen en efecto fónnu­
la de coopcr.tción de gran eficacia y 
utilidad prácticas. En este sentido, el art. 
7 de la Ley Orgánica de Libertad Reli­
giosa, en desarroUo del último párrafo 
del art. 16 de la Constitución, ha pre­
visto que el Estado establecerá «en su 
caso» -con carácter facultativo, no im­
perativo- Acuerdos o Convenios de co­
operación con aquellas Iglesias, Confe­
siones y Comunidades religiosas que 
estén inscritas en el Registro correspon­
diente -Registro de Entidades Religio­
sas que crea al efecto el an. 8 del mis­
mo cuerpo legal- y que hayan alcanza­
do notorio arraigo en España por su 
ámbito de extensión y por su número 
de creyentes. 

En aplicación de esta previsión le­
gal el Estado español ha suscrito Acuer­
dos de cooperación de ámbito nacional 
con tres iglesias o religiones: con la Fe­
deración de Entidades Religiosas Evan­
gélicas de España (FEREDE). con la 
Federación de Comunidades Israelitas 
de España (FCI) y con la Comisión 
Islámica de España (CIE), todos ellos 
aprobados por sendas leyes ordinarias 
de !O de noviembre de 1992'9• 

7. ESTATUTO JURÍDICO 
DE LAS CONFESIONES 
Y MINORÍAS RRLIGIO­
SAS EN ESPANA 

La Constitución española de 1978 y 
la Ley Orgánica de Libertad religiosa 
de 1980 contemplan a las confesionel., 
comunidades69 o grupos religiosos como 
sujetos colectivos del derecho de liber­
tad religiosa, de mam:ra que este dere­
cho fundamental no afecta solamente a 
las personas individualmente conside­
radas, sino también a los grupos religio­
sos en que éstas se integran, precisamen-

te en el ejercicio de ese derecho. Este 
es, de hecho, el principal funda mento 
del mandato constitucional de coopera­
ción con la Iglesia Católica y las restan­
tes confesiones religiosas que vincula a 
todos los poderes públtcos, a tenor del 
art. 16, 3• de la Constitución. 

De la regulación del fenómeno aso­
ciati vo religioso que hacen la Constitu­
ción y la Ley Orgánica de Libertad Re­
ligiosa puede deducin;e que no existe en 
nuestro pafs un único modelo de confe­
sión religiosa, sino que, si bien todas las 
personas, consideradas individualmen­
te, gozan de un mismo derecho de li­
bertad religiosa, en el ejercicio colecti­
vo de ese derecho se disti nguen diferen­
tes ni veles. Así, cabe distinguir las me­
ras asociaciones religiosas (art. 2, l,d de 
la LOLR), las confesiones religiosas 
inscri tas en el Registro de Entidades 
Religiosas (art. 5 LOLR), las confesio­
nes o federaciones que tienen suscritos 
acuerdos de cooperación con el Estado 
cspmiol (art. 7 LOLR) y la Iglesia Ca-
161 ica, que goza de un estatuto jurídico 
peculiar. 

En orden inverso a como las acabo 
de mencionar, veamos cuál es el régi­
men jurídico de las distintas confesio­
nes o entidades religiosas en Espaila: 

l. La Iglesia Católica 

Es la única confesión religiosa men­
cionada de fonna expresa por el art. 16, 
~· de 1 ~ C'onstin1ción. Filo ~ dehe en 
mi opinión, a razones de muy diversa 
fndole: por una parte, la Iglesia católica 
ya tenía reconocido un estatuto jurídico 
peculiar en España. derivado de las re­
laciones concordatarias con el Estado 
español. Este régimen jurídico obedece 
principalmente al reconocimiento, por 
parte de nuestro ordenamiento jurídico, 
de la personalidad internacional de la 
lglesia90• No puede obviarse, por otra 
parte, que cuando se promulga la Cons­
titución espruiola de 6 de diciembre de 
1978 ya se habfa culminado el proceso 



de negociación de los Acuerdos concor­
datarios entre el Estado Español y la 
Santa Sede de 3 de enero de 1979, que 
vendrían a sustituir al Concordato de 
1953. Es de sobra sabido que se preten­
dió aplazar la fecha de su fi rma a un 
momento posterior a la promulgación 
del Texto constitucional, para disipar las 
posibles dudas en tomo a la adecuación 
de los distimos Acuerdos a los princi­
pios constitucionales. La mención ex­
plicita a la Iglesia católica, que hace el 
art. 16, 3°, por tanto, viene a constatar 
que los acuerdos con la Santa Sede cons­
ti tuían una típica man ifestación del de­
ber constitucional de cooperación con 
las confesiones religiosas. 

Por otra parte la mención a la Iglesia 
católica suponía en cierto modo el re­
conocimiento de las relaciones de co­
operación con dicha confesión religio­
sa como modelo o paradigma de las de­
más confesiones. 

En la actualidad están vigentes 7 
Acuerdos de cooperación entre el Esta­
do español y la Iglesia católica. Son los 
siguientes: 

- El Convenio de 5 de abril de 196291, 

sobre reconocimiento, a efectos ci­
viles, de estudios no eclesiásticos, 
realizados en Universidades de la 
Iglesia. 

- Acuerdo de 28 de julio de 197692
, 

por el que el Estado español renun­
cia al llamado privilegio de presen­
tación, en virtud del cual tenía cier­
ta intervención en la designación de 
Obispos y otras dignidades ecle­
siásticas, y por su parte la Santa 
Sede renuncia al privilegio del fue­
ro, que otorgaba a los clérigos al­
gunas ventajas procesales y en el 
cumplimiento de las penas. 
El 3 de enero de 1979 los Plenipo­
tenciarios de la Santa Sede y Espa­
ña fi nnaron cuatro Acuerdos93: 

-El Acuerdo sobre asuntos jurídicos, 
que regula la personalidad jurídica 
de la Iglesia, de los órganos ecle­
siásticos y de las distintas manifes-

taciones asociativas de origen ca­
nónico en el ordenamiento jurídi­
co español, el reconocimiento de 
eficacia civil del matrimonio canó­
nico y de determinadas resolucio­
nes canónicas. dfas festivos. acti­
vidades de carácter benéfico o 
asistencial, etc. 

- Acuerdo sobre enseñanza y asun­
tos culturaJe~. que regula tres gru­
pos de cuestiones: el derecho a la 
educación religiosa y el correlati­
vo derecho de la Iglesia de hacer 
efectiva su misión educativa, el res­
peto de Jos principios de igualdad 
religiosa y de expresión en los me­
dios de comunicación social, que 
no deben dañar los sentimientos de 
los católicos y. por último, el esta­
blecimiento de criterios de conser­
vación y restauración del patrimo­
nio histórico, artístico y documen­
tal de la Iglesia y su disposición al 
servicio y goce de la sociedad. 

-Acuerdo sobre asistencia re! igiosa 
a las fuerzas armadas y servicio 
militar de clérigos y religiosos: re­
gula este Acuerdo el Vicariato Cas­
trense, el servicio militar de los clé­
rigos y religiosos y los capellanes 
castrenses. 

-Acuerdo sobre asuntos económicos, 
acerca de la financiación de la Igle­
sia, exenciones tributarias y bene­
ficios fi scales a los que pueden aco­
gerse Jos en tes eclesiásticos. 

- Acuerdo entre el Reino de España 
y la Santa Sede sobre asuntos de 
interés en TieiTa Santa y anejo, he­
cho en Madrid el 21 de diciembre 
de 1994w. 

De todos ellos son obviamente los 4 
Acuerdos de 1979 los que han centrado 
la atención de la doctrina eclesiasticista. 
Al haber sido suscritos tan sólo unos días 
después de la entrada en vigor de la 
Constitución, y un año antes de la 
promulgación de la LOLR, los dos pro­
blemas que con mayor vimlencia se han 
debatido entre la doctrina cclesiasticista 

" Instrumento de rahlicación de 2.9 

de mayo de 1962. DOE de 20 de 

julio. 

" ln<U'Urnentode ratificación de 19 

de agosto de 1976. DOE de 24 de 

septiembre. 

"' l n.!)trurnentos d~ mtificaC16n de 
4 de d1ciembre de 1979, BOE de 

15 de diciembre. 

" BOE núm. 179. de 28 de jutiode 

1995. 
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" Pam un nn31i,i< más delenido del 

1em~ me remuo :1. mi 1raba;n sobre 
"Los Acuerdo> o Con,enios de 
C<>eperación .. : cil . pp. 162 169. 

" P. LOMBARDIA. "Puentes del 

Derecho eclesiá>lico ... · , 1-13-44; A. 

BERNARDEZ CANTON. ' Re­

flexiOne< sobre la rnserción de lo< 

ConcordatO> en el Derecho Interna· 

cJonal' , en ffomnwj• al P10jesor 
Gim!ne< Fnnmufe<., 1 (Sevi llo 
1967) 1·40: J. GfMENEZ Y MAJ(­

TINEZ DE CARVAJAL. 'El matri­
monio canónico en el Proyec10 de 

Ley por el que se modi fica la regu­

lación del mat.rimonio CJl el Cócligo 
civil yse detem1inael procedimiento 

a segu1r en la$ cnusas de nulidad, 
~cpdración y divorcio'. Nnisra de 

Derecho Privmlo ( 198 1) 660: L. 

PJ(IETO SANCI liS. 'L.1S relaciones 

lglc>ia-& lado u la lut de la nuc,·a 

Co11>tituci6n: proulema~ fundwncn· 
I:Jie.c: ·. en Ln Cmutilutid" cspmio/a 

de 1978 (Madrid 1981 ) 344. 

' A modo de ejemplo. podcnlO' ci· 
lar a J.M. GONZALEZ DEL VA­

LLE. 'Po<ición jurídica do la> con· 
fesiones rehgJosas·, Duecho /k it· 
siáMiw tle/ Eswtlo es¡xu1ol (Pam­

plona 1983) 287: M. LOPEZ 

ALARCON, 'La< entidades religio­

sa>'. en Derecho Eclcsi:\,¡icodel 

Estadoc>pm1ol. 345:J. CALVO AL· 

VARE7, Ortlen¡Jiíúlico yfa,· to•· •~ · 

ligioso en In CmuriiUrilin Pspmiolfl 

(Pamplona 1983) 183 : L. DE 

ECHEVERRJA. 'Los Acue1dos en­

tre la Sama Sede y E.<pa~o · . REDC 

37 (1981) 43 1: J. FORNES. El nue­
''0 sisteuur co11curdutariu l'jpmiol. 

L n.1 AruPrdn.< ti~ 1976 ' /979 
(Pamplono 1980) 17; D. LLA­

~AZARES • G. SUAREZ l'ER­
TIERRA. ·EJ fenómeno rcligio.o en 
In nueva Constitución española 

8Woc> de su trnlamicnto j ur!dico· . 

Re.•ista de fu Facultad de Derecllo 

de la Uni•·ersidad Compllltenre 6t 
(1980) 32: A. VIANA TOME, Los 
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hao sido la naturaleza jurídica de los 
tUismos y su armonización con la Cons­
titución y con la Ley Orgánica os. 

Con relación al primer tema, la doc­
trina"' estima que el Acuerdo de 1976 y 
los cuatro de 1979consóJUyen Conven­
ciones bilaterales de Derecho público 
ex1emo. ya que producen sus efectos en 
un ámbito jurídico distinto del de los 
respeclivos ordenamientos del Estado y 
de la Iglesia. En todo caso parece haber 
unani midad97 en afirmar que estos 
Acuerdos se asemejan a los Tratados 
!nternacionales. Esta equiparación fue 
reconocida, como es sabido. por el pro­
pio Tribunal Constitucional, en senlen­
cia de 12 de noviembre de 1 982'8. Y en 
efecto, si se analiza el procedimienlo 
séguido para la Jramitación de estos 
Acuerdos, con la previa autorización de 
las Con es y su posterior ratificación por 
el Congreso y el Senado. puede adver­
lirse que la equiparación entre éstos y 
los Tratados lntcmacionalcs f11c plena99• 

Con respecto a la segunda cues1ión, 
es decir. la armonización de los Acuer­
dos fi nnados con la Santa Sede con la 
Constitución y con la LOLR. debemo~ 
recurrir a los principios regu ladorc.~ de 
la relación entre las distintas fuentes del 
Derecho: el principio de la jerarquía, de 
la competencia y de la especialidad. En 
cuan lo a su relación con la Conslitución 
cabe señalar que si la tramitación de los 
Acuerdos con la lglesia católica ante las 
Cortes Generales se ha hecho siguien­
do el procedimiento previsto para los 
Tratados internacionales, la posición de 
los mismos en la jerarquía normativa 
deberá resolverse qplicando los princi­
pios y las reglas generales de inlerpre­
tación de los Tmlados100 y en concrelo 
los art.ículos 93 a 96 del Texto Consti­
tucional. Y a este respecto, el art 95, J• 
excluye la posibilidad de contradicción 
enlre el Tratado y la Consti tución, pues 
establece que la celebración de un Tra­
tado inlernacional que contenga eslipu­
laciones contrarias a la Constitución 
exigirá la previa revisión consti lucional. 

Con relación a la Ley orgán ica de 
Libenad Religiosa, la naruralezajurídi-

ca de los Acuerdos con la Santa Sede Jos 
coloca en una deJenninada posición en 
nuestro sistema de fuenles101. Estoy de 
acuerdo con i\. VIANAen que en base a 
los principios de competencia y especia­
lidad la LOLR y sus nonnas de desarro­
llo serían de aplicación subsidiaria en 
Jodas aquellas materia~ no reguladas de 
fonna direcla por los Acuerdos. Pero és­
tos desplegarían toda su eficacia cuando 
resulle claro el ámbito de aplicación de 
sus cláusulas normalivas. •Los Acuer­
dos con la Iglesia católica adquieren en 
el sistema español una au10nonúa o sus­
tantividad propia en cuanlo constituyen 
un bloqtiC normativo primariamente apli­
cable a los supuestos que regulan. La:; 
nonnas unilatcr.tlmente dictadas por el 
Es1ado ( ... ) no derogan ni modifi can el 
complejo nonnativo bilaleral, sino que 
congelan su aplicación a los supuesJos 
ya contemplados por ellos, 101. 

2. Confesiones con Acuerdo 

En el afán de hacer efectivo el man­
dato constitucional de cooperación con 
las confesiones religiosas e impulsado 
por el principio de igualdad, el legisla­
dor español contempló la posibilidad de 
suscribir acuerdos o convenios de co­
operación con las Iglesias, Confesiones 
y Comunidades religiosas no católicas, 
en la Ley Orgánica de Libertad Religio­
sa de 1980. El art. 7, 1 • de la Ley esta­
bleció dos requisitos que deberán nece­
sariamenle cumplir las entidades religio­
sas que quieran acogerse al régimen 
pacticio: el primero. estar inscrita en el 
Registro de Enlidades Religiosas 1m que 
a Jal efecto. y en el seno del Ministerio 
de Justicia, creaba el an. 5 de la misma 
Ley; y el segundo, que por su ámbilo y 
número de creyentes haya alcanzado 
notorio arraigo en España. 

Este último requisito obligó a las 
confesiones religiosas minoritarias a 
adoptar una peculiar eslructura, para 
gozar de un eslaluto jurídico más favo­
rable. puesto que en España no existen 
confesiones religiosas singulares que 
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posean notorio arraigo. Lo que sí se en­
cuentra radicado social e históricamen· 
te, a juicio de la Comisión A~esora de 
Libertad Religiosa1

()1, es el protestantis­
mo, el judaísmo y el islám, pero no las 
iglesias o comunidades que integran 
esas religiones1115, consideradas indivi­
dualizadamente1C6. 

Para lograr el requerido notorio arrai­
go, las distintas confesiones religiosas 
tuvieron que federarse: las divellias co­
munidades evangélicas que operaban en 
España se integraron en la Federación 
de Entidades Religiosas Evangélicas de 
España (FEREDE), las comunidades 
israelitas constiruyeron la Federación de 
Comunidades Israelitas de España 
(FCI), y las comunidades islámicas, que 
se unieron en un momento posterior al 
proceso negociador, lograron el notorio 
anraigo formando la Comisión Islámica 
de E.~paña (ClE), que está integrada por 
dos federaciones distintas. 

La exigencia impuesta por el legis­
lador español a las distintas comunida­
des religiosas, de federarse para lograr 
el noto• io arraigo, no ha estado exenta 
de críticas en la doctrina española, pues 
en realidad, la ~Ln•ctura federativa im­
puesta no es el fn1to espontáneo del de­
curso de la vida de las confesiones reli­
giosas, sino una necesidad exigida por 
el E.~tado para que éstas puedan gozar 
de un estatuto bi lateral101. De hecho, al­
guna confesión religiosa que no quiso 
formar parte de ninguna de las federa­
ciones constituidas solicitó el reconoci­
miento de notorio arraigo, con el fin de 
entrar en el proceso de negociación de 
acuerdo de cooperación, y le fue dene­
gado. Tal fue el caso de los Testigos de 
Jehová, que con fecha de 25 de enero 
de 1990 solicitaron el reconocimiento 
formal de notorio arraigo. y el3 de sep­
tiembre de 1992 presentaron solicirud 
de entrar en el proceso de negociación 
de acuerdo de cooperación. La Direc­
ción General de Asuntos Religiosos re­
solvió denegar el proceso de negocia­
ción el24 de febrero de 1994, sin entrar 
en la cuestión del notorio arraigo""· Por 
su parte, la Iglesia de Jesucristo de los 
Santos de los últimos días (Monnones) 

Acuudos con In' ronfurnnt!s rrli· 

gic1as )' el pnnrtpto dr tgualdatl 

tPam?lona 1985) 173 s< .• A MO­
TILLA. Los Ac umlo' emrt •1 &­

wdo y /liS confrsionu rtligiomr tn 

el Dem·ho .sp"ñol (B3rcclonn 

1985) 53. 

., .. No pOdetno~ menos: de consu­

lar que e ; te Acuerdo del E>1>do 
<.S(lo1ilol ) la Sama Sede 1 i~11c mn­

go de Trnlado lnlcrn3CIOnal•. STC 

6611982. de 12 de no\lembre. Bo­
lrtfll dr Junsprotlt11<"111 Con.llitu· 
ciona/20 (1982) 1030 En sentido 

similar se han prom1nci.1do la:, ~cn­

tenciasdel Tribunal Supremo de 12 
de ROVICI!IU<e dt 1980 y de 2 de 
dictembre de 1981 cnn rel <~eión ol 
Con>emo e<panot con b S.mta 
Serle de 5 de abril de 1962. 

" Unaexpo<~ción de b trnmitación 

de los Acuerdos puede 'er-e en C. 

CORRAL SALVA DOR. "Texto> 
OficiaJcs'. en Los Acul'rrfns e tW 't1 

/u Iglesia y &pmlt1 (Madnd 19bV) 
777-810: A. llii\NA TOME. Lvs 

Acuerdos . . 175· 76. 

''" Vid. al re>peclo In Convend ón 
de Viena sobre el Derecho de los 
Tratado<. >dnplod~ el 23 de ma)O 
del969. que"' abrió n )a fi rma por 
la Confere ncia de Nacionc< Unido< 

sobre el Derecho de lo' Tr:1tado• 
ese mismo día. ln>lrulllcnln de nd­
he>ión ~e 16 de mayo de 1972 L.• 
presente Convención ha entr:ldo en 
vigor, de lonna gcner.ll y par• E'­
p:úiad27 dcenerude 1980 Vé:t>e 
tambita el Comenio de Viena <a­

bre el Derecho de los Tr.uadm en­
tre ~tado:. y OrgwliJ,OCIOne.:, lnter· 

nacioaales. que >e adoptó en Viena 
el 21 de febrero de 1986 y al que 

Esp:úia se hn •dheriuo el 24 de ju­

lio de 1990. 

En cualquier C:l>O t>O' encimo 
de olr:ls leyes <-,tatales. ordinarias 
u org~mcos. Vid. A. MARTINEZ 
BLANCO, /Jtncllo Ecltsitlsttco 
del Es1ado \0/. lf (Mudritll993) 52. 

101 lbid .. p. 195. En apoyo de esta 
opinión pareció pronunctane la 

Dircc:ción General de Aswnos Re-

hgtmos. en Rcsuluc•ón de 11 de 

rn:u:-w de 1982 (BOE núm. 76. <k 

30 de Ol:lrl.ú) sobre in;cnpc•ón de 
entidad« <k la lgle.,ia c:uóhca en 

el Reg111ro de cnudnde; rehgio>as. 
que. en el n• 5. e>tablece que en 13 

~phcac~<\n de uno nonno de des•­
rmllo de In WLR. como es el RD 
de e¡ de enero de 1981. 1e procede­

rá Siempre de confornndod con lo 
eSiablec1do en el Acuerdo >obre 
AIUnlO> Juríd iCO.\ entre b Santa 

Sede )' el Eo.tado e:.pouol 

•·' Regulado por el Re•l Decreto 
14211981. de 9 de e nero. >obre Or­
gani7acaón y fu uc.aun::uniento del 
RegiStro de Emtdnck' Rchgio<as 
(BOE de 31 enero). 

!W Creada eo e1 'tno del ~lini,rr:­

no de Jmllcio, por el o.rt. g de la 

LOLR y regul.lda t><Jr d Real De­
crew 1980/1987. de 19 de junio 

(BOE de 5 de sepliemhre). 

1~ Me n:rnllo uJ 1-e,rxx:ro n ln Gura 
dt Emitladt< Rtli~iO>IIJ dt Elpa· 

ña ll~ltslns, Cnnftsinnts , . Comu­
mdadn Monariturio>l. editadn por 
la Direcc1ón General de A<untol 
Rchglr>SOI dd M1111•tcno de Justi­

c~:l (Mutlriu l998l 

"" J. MAI!TlNPZ TORRO N. Rt li­

goórz. Drrtcbn y Soriedcul. 154. 

''' J.:l.t G0t\7.ALEZ DEL VA­
LLE. "L"" confc11one:. n::ligio~as en 
Es¡>ar1o: pcr>petllva jurídica ·. En· 
ClltllfrQ ti(' /m ITP.'i ("{Jit/t!fiOIIl'S rt~ 

lu;erosa.t. Cnslifmumo. Juda(srno e 

islam (.\oladrid 1999) 178-79. 

"" Quad~m• ti• Oiritw e Politica 

Ecclesiruti<·a 199512. PfJ· 504-506. 
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U) De esta forma, e l an. 1 de cad3 

uno de los lrcs acuc:rdus -con la 

FEREDE. con la F·CI y con la C IE­

e<tnblece que lo.< derechos y obli­

gaciones derivados de los mismos 

sen!n de aplicación a las iglesias 

que, figurando inscritas en el Regis­

lro de Emidadcs Keligiosas. formen 

parte o :re im:orporen posrcriormen­
te a ln correspondienle feder<~ci6n, 

mienrras su pencnencia a la. misma 

figure inscrita en el citac.Jo Rcgislro. 

,., ' Posición jurfdicn de las confe­

siones religiosas y de sus entidades 

en el ordenamienlo jurfd ico espa­

ñol', Tratado de Der-eclro Eclesilfs­

tico (Pamplona 1994) 567. 

111 BOE de 12 de noviembre de 

1992. 

" ' Vid . Al respec1o J. MANTE­

CON, 'El RegiSiro de Enlidndes 

Religiosas del Ministerio de Jusli­
cia ·, Gufa de Emitlruie.l' Religiosar 

de espmia (Iglesias, Confesio,es y 

Comwridatlesminorilarias) (Madrid 

1998) 15-16; ibid .. ·confesiones re· 

ligiosas y RegiSiro', La libertad re · 

UgiOSll a lo.s veime años de s1~ Ley 

orgánica (Madrid 1999) 80. 
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solici16 también el notorio arraigo, pero 
retiró su petición antes de que la Comi­
sión Asesora resolviera. 

Por otra pat1e, el carácter federativo 
del sujeto negociador con el Es1ado 
cornpona la consecuencia de que es la 
propia federación la que, una vez fir­
mado e 1 acuerdo, decide qué iglesias o 
comunidades religiosas pueden adherir­
se a la misma y por tanto beneficiarse 
también del régimen acordado con el 
Estado español, sin que éste pueda de­
cidir al respecto109• Como ha afi rmado 
J. M. VAZQUEZ GARC[A PEÑUELA, 
la naturaleza federat iva del sujeto 
confes ional de los actterdos comporta la 
curiosa consecuencia de que el sistema 
de relaciones de cooperación acordadas 
permanece indefi nidamente "abierto"110• 

Logrado el notorio arraigo, como ya 
he seña lado, ellO de noviembre de 1992 
el Estado español suscribió tres acuer­
dos con la FEREDE, con la FCl y con la 
CIE, que fueron aprobados por las leyes 
ordinarias 24, 25 y 26/1992, de 10 de 
noviembre"'· En virtud de estos acuer­
dos de cooperación las, Iglesias, Comu­
nidades y Confesiones religiosas que 
pertenezcan a las federaciones mencio­
nadas gozan de un eslatuto jurídico es­
pecial y ventajoso. Así, por ejemplo, el 
régimen pactado les otorga la posibili­
dad de obtener delcrminados beneficios 
fiscales, se reconocen efeclos civiles al 
matrimonio religioso celebrado de acuer­
do con la propia nonnativa fonnal, siem­
pre que se haya contraído ante un minis­
tro de culto y dos testigos mayores de 
edad, se garantiza el derecho de asisten­

.r.i. •, t.'l] i;J Ü>W\Jlr>'ü ¡rut~~W.d.1ttnni flRMi 
la enseñanza religiosa en centros docen­
tes públicos y privados concertados, etc. 

3. Confesiones religiosas inscritas 

En un tercer nivel se encuentran 
aquellas Iglesias, Confesiones o Comu­
nidades religiosas que, aunque no ha­
yan alcanzado notorio arraigo y por tan­
to no hayan accedido a un régimen acor-

dado con la Adminislración, sí gozan de 
un estatuto especial)' privilegiado que 
establece la Ley Orgánica de Libertad 
Religiosa. Al ser sujetos colectivos del 
derecho de libertad religiosa no pueden 
quedar al margen de la cooperación del 
Estado. Pero para poder (lis frutar de ese 
régimen especial el art. 5, 1• de la Ley 
exige la inscripción de la confesión en 
el Registro de Entidades Religiosas que 
a 1al efecto se creó en el Ministerio de 
Justicia. Mediante la inscripción se con­
fiere a la entidad religiosa personalidad 
juridica civil, que le habilita para actuar 
en el tráfico jurídico"¡· 

La inscripción se practicará en vir­
tud de soliciiud acompañada de la co­
rrespondiente documentación, en la que 
conslen una serie de requisitos que vie­
nen exigidos por el Real Decreto 142/ 
1981, de 9 de enero, sobre organización 
y funcionamiento del Registro de Enti­
dades Religiosas, en desarrollo del art. 
5, 2• de la Ley Orgánica de Libertad 
Religiosa. Son los siguienles (art. 3, 2°): 

-Denominación de la entidad, de tal 
modo que resulte idónea para dis­
tinguirla de cualquiera otra; 

- Domicilio; 

- Fines religiosos con respeto a los 
límites establecidos en el art. 3 de 
la Ley orgánica; 

- Régimen de func ionamiento y or­
ganismos rcpresenlalivos con ex­
presión de sus facultades y de los 
requisitos para su válida designa­

.r.iJ\rr 

- Poteslativamente, la relación nomi­
nal de las personas que ostenlan la 
representación legal de la entidad. 

Presentada la solicitud, la Adminis­
lración cuenla CQn un plazo de seis me­
ses para decidir, es decir, para proceder 
a la inscripción o denegarla. El art. 4, 2• 
del Real Decreto parece excluir cual­
quier concesión a la discrecionalidad de 
la Administración, aftrmando el carác­
ter reglado de las facullades de la Di-



rección General de Asuntos Religio­
sos113, ya que establece que la inscrip­
ción sólo podrá denegarse cuando no se 
acrediten debidamente los requisitos a 
que se refiere el art. 3. En cualquier caso, 
las Resoluciones de la Dirección Gene­
ral de Asuntos Religiosos son recu­
rribles en vía administrativa'", finaliza­
da la cual cabe rccu¡¡¡o ante los Tribu­
nales de Justicia. En España la denega­
ción del reconocimiento de naturaleza 
religiosa, con la consiguiente denega­
ción de acceso al Registro de Entidades 
Religiosas, ha sido objeto de pronuncia­
miento por el Tribunal Supremo en di­
versas ocasiones: 

- Por sentencia del Tribunal Supre­
mo de 2 de noviembre de 1987 se 
ordenó la inscripción en el Regis­
tro de Entidades Religiosas de la 
Iglesia Palmariana de los Carme­
lilfls de la Santa Faz y de la Orde!l 
Religiosa de los Carmelitas de la 
Sama Faz en compmifa de Jesús y 
de maría, como orden religiosa 
afecta a la citada Iglesia. 

- La sentencia del Tribunal Supre­
mo de 25 de junio de 1990 confir­
mó la denegación de la inscripción 
de denominada Iglesia de la Cien· 
ciología de f.¡pmia. 

- La sentencia del Tribunal Supre­
mo de l de marzo de 1994 denegó 
la inscripción en el Registro de En­
tidades Religiosas del Patrorwto 
Social Escolar de Obreras. 

- Por sentencia del Tribunal Supre­
mo de 14 de julio de 1996 se 
denegó la inscripción en el citado 
registro de la llamada Iglesia dr la 
Unificaci6n o Movimiemo Moon 115

• 

La propia Ley Orgánica de Libertad 
Religiosa establece cuáles son algunos 
de los efectos que produce la inscrip­
ción: las Igl esia~, Confesiones y Comu­
nidades religiosas inscritas tendrán ple­
na autonomía y podrán establecer sus 
propias normas de organización , régi­
men interno y régimen de su personal y 
en dichas normas, asf como en las que 

regulen las instituciones creadas por 
aquéllas para la real.ización de sus fines_ 
podrán incluir cláusulas de salvaguarda 
de su identidad religiosa y carácter pro­
pio (art. 6, 1 °). También podrán crear y 
fomentar, para la realizac ión de sus fi­
nes, Asociaciones, Fundaciones e Insti­
tuciones con arreglo a las disposiciones 
del ordenamiemo jurídico general (an. 
6. 2°). 

Pero además, la inscripción en el re­
gistro de Entidade~ Religiosas otorga a 
la confesión un estatuto favorable del 
que no gozan las me ras asociaciones: 

-Es un requisitO imprescindible para 
poder optar a la consecución de un 
acuerdo o convenio de coopera­
ción, para aquellas emidades que 
hayan alcanzado notorio arraigo en 
Espaiia (art. 7, 1° LOLR). 

-Se exige para que el Estado pueda 
autorizar que el matrimonio se ce­
lebre en forma religiosa: el art. 59 
del Ce regula la po.>ibilidad de que 
el consentimiento matiimonial se 
preste en la forma prevista por una 
confesión religiosa inscrita, en los 
términos acordados con el Estado 
o, en su defecto. autorizados por la 
legislación de éste. 

-Aunque el art. 1 del RD 1890/1981, 
de 19 de junio, sobre Constitución 
de la Comisión Asesora de Liber­
tad Religiosa estableció que lo~ re­
presentantes de las confesiones ins­
critas serán oídos para designar a 
los representantes de las confesio­
nes en la Comisión Asesora de Li­
bertad Religiosa. esta norma ha 
sido derogada por el Real Decreto 
1159/2001. de 26 de octubre que, 
en su an. l , 2• B) b) establece que, 
entre los Vocales que componen la 
Comisión Asesora de Libertad Re­
ligiosa, habrá nueve representantes 
de las Iglesias, Confesiones y Co­
munidades Religiosas o Federacio­
nes de las mismas entre las que, en 
todo caso estarán las que tengan no­
torio arraigo en Espruía, que serán 
designados por el Ministro de Jus-

'" .~>, . MOTILLA. 'Concepto } 
Rógimen Jurídico de tns Entidades 
R<hg¡o= ·, La libertad rel1gwsa a 

los vcinfe mios de su J...cr Orgáni­

w , p. 27 

11' Una relación de la. Jglc;ias que 

han recibido re:,olucióndenegatoria 

puede verse e n el Ane.o 1 del tm­
bajo de A Mo111ta. en la ohm cita­
da en la nota illl lcnor. c<Ütada por 
la Direc ción Gene1al de Asuntos 

Religioo;o, del Mmisterin de Justi­
ci ::~.,l.a llbl!rtnd r~ligiosa a Jos \>em· 

re años tic S il ú y Orgauica. pp. 45-

48. 

" ' Ll citada enlldad rcligio>a. no 
obstnnte. recurrió en amparo ante 

el Tribunal Constilllcional, que 

otorgó el amparo solicitado y de­

claró la procedencia de la in>crip­
ción en el Reg i>tro de Entidades 
Retigio=. por scmencia de 15 de 
fcbn:ro de 2001. 
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" Cf. A. MARTlNEZ BLANCO. 

Dtrecho Eclaidst•co del Estado ••o l. 
1 (Matlritl 1994) 393-94. 

'" El art. 2. 2• de la Ley reconoce 

estos derechos a las lgleoias, Con­

fesi ones y Comunidades religiosas. 

sin exigir la inscripción previa. 
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licia después de oídas al menos es­
las últimas. 

-Unicamente las confesiones rcl.igio­
sas inscritas podrán prestar asisten­
cia religiosa en los centros escola­
res públicos, como parece despren­
derse del art. 2 de la Orden de 4 de 
agosto de 1980, que regula la asis­
tencia religiosa y los actos de culto 
en los centros escolares. 

- El requisito de la inscripción se 
exige para que la correspondiente 
Iglesia o confesión religiosa pueda 
prestar asistencia religiosa en el 
seno de las fuerzas armadas, de 
acuerdo con la Ley 17/1999 de 18 
de mayo. 

4. Confesiones no inscritas 

La inscripción en el Registro de Enti­
dades Religiosas tiene carácter potestati­
vo, por loquccabepensarqueciertascon­
fesiones o entidades religiosas no quie­
ran o no puedan acceder al mismo. Ello 
no implica que queden desprotegidas, sino 
que carecerán de personalidad jurfdica 
civil, como entidad religiosa reconocida 
por el Estado, y no gozarán del status ju­
rídico especial que se deriva de la inscrip­
ci6n116, pero también gozan de un ámbito 
de protección, aunque limitado, y de un 
estatuto propio, al amparo de la Ley Or­
gánica de Libertad Religiosa. 

A tenor del art. 2, 1, d) de la Ley, la 
libertad religiosa comprende, entre otras 
cosas, el derecho de toda persona a "re­
unirse o manifestarse públicamente con 
fines religiosos y asociarse para desa­
n·olJar comunitariamente sus activida­
des religiosas de conformidad con el or­
denamiento jurídico general y lo esta­
blecido en la presente Ley Orgánica". 
Las confesiones religiosas no inscritas 
tendrán, por tanto. el estatuto que deri­
va del derecho de asociación y además, 
en desarrollo del derecho constitucio­
nal de libertad religiosa, un estatuto pe­
culiar que deriva de la propia Ley Or-

gánica y que impbca una serie de dere­
chos111, como son: 

- El derecho a establecer lugares de 
culto o de reunión con fines reb­
giosos; 

- El derecho a designar y formar a 
sus ministros; 

- El derecho a divulgar y propagar 
su propio credo. 

- El derecho a mantener relaciones 
con sus propias organizaciones o 
con otras confesiones religiosas, 
sea en territorio nacional o en el 
extranjero. 

CONCLUSIÓN FINAL 

Para terminar podemos concluir afir­
mando que la posición del Estado espa· 
ñol ante el fenómeno religioso ha expe­
rimentado un cambio notable y sustan­
cial desde la entrada en vigor de la Cons­
titución de 1978. Concretamente, en el 
siempre difícil y complejo diálogo entre 
las Administraciones Públicas y las Con­
fesiones y minorías re! igiosas puede afi r­
marse que éstas han obtenido en España 
un reconocimiento social y jurídico que 
las coloca en una satisfactoria posición. 
La consideración de las distintas confe­
siones, Iglesias o comunidades religio­
sas como sujetos colectivos del derecho 
fundamental de libertad religiosa halle­
vado a los Poderes Públicos a asumir un 
compromiso de cooperación, en el cum­
plitruentodel deber constitucional de pro­
moción de los derechos fundamentales 
y libertades públicas. Esta cooperación 
se ha llevado a cabo en ocasiones de for­
ma unilateral, en otros casos de forma 
pactada o acordada con aquellas confe­
siones que, estando inscritas en el Re­
gistro de Entidades Religiosas, hayan 
alcanzado notorio arraigo en España. 

En términos generales podríamos 
decir que en España, en la actualidad, 
las distintas entidades religiosas han al-

1 
~ 

! 

1 
~ 

1 

il 



canzado un estatuto favorable y satis­
factorio. Los principios constituciona­
les inspiradores del Derecho Eclesiásti­
co Español. -el principio de libenad re­
ligiosa, el de igualdad y no discrimina­
ción por razones religiosas, el principio 

de laicidad del Estado y el principio de 
cooperación- han cumplido ~atisfacto­

riamente su función de ser pautas su­
premas inspiradoras de la regulación del 
factor religio:.o en cuanto se manifiesta 
como factor social específico. 
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